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JUSTIFICACIÓN

El presente Informe Técnico Jurídico ha sido elaborado para atender una demanda que, durante mucho tiempo, se ha mantenido latente en el seno de la Universidad Pública española, debido de una parte a que el problema de las exenciones de matrícula a determinadas familias ha tenido una significación económica anual relativamente pequeña y, de otra, porque esa excrecencia del sistema universitario afecta precisamente a la familia, parte muy sensible de la epidermis social, de tal modo que —según creemos— se ha temido erróneamente que las acciones para eliminar el problema pudieran crear otros que no compensarían el alivio económico que les supondría recibir el importe de unas bonificaciones que hasta ahora vienen soportando, injustificadamente las universidades, desde la indiferencia de las económicamente más desahogadas, el estoicismo de la mayoría y la resignación de las menesterosas.

Cuando iniciamos este trabajo ya disponíamos de algunos indicios como para aventurarnos en la tarea de dilucidar la entidad de lo que se nos figuraba una realidad diferente de la que en la práctica se venía –se viene- aceptando; hoy, una vez finalizado, podemos asegurar, con menos temor a equivocarnos, que hemos encontrado los lugares donde, después de desechar alguna pieza defectuosa y caduca, pueden colocarse las que no encajaban bien en el puzzle jurídico, por lo que esperamos que este modesto trabajo sirva para aproximarnos a esa máxima universal, a la que los juristas aspiramos: “a cada cual lo suyo” porque, dice el refrán, “es la mejor paga” y porque sabido es que hacer justicia y derecho en todo tiempo es bien hecho.

María Jesús Gallardo Castillo                           

Antonio Blánquez Corral

I. El estado de la cuestión

I.1. La matrícula universitaria


La matrícula de las Universidades se configura con el conjunto de aquellas personas que, con la finalidad de proporcionarles educación de nivel superior, se asientan en los correspondientes registros, tras justificar las condiciones que exigen las normas legales vigentes, para lo cual, dichas personas, presentan previamente una solicitud acompañada de los documentos requeridos y una vez comprobados por la Administración, ésta les acredita como alumnos, en los términos solicitados por ellos o en los que legalmente les corresponda, quedando habilitados para cursar estudios en un Centro.


La matrícula se hace para una anualidad o parte de ella y se ajusta al calendario del curso académico que, tradicionalmente, comienza a principios de octubre, aunque se está generalizando su anticipo al mes de septiembre.

I.2. Tasas, precios públicos y otros derechos

Entre los requisitos que deben completar los aspirantes a estudiar en las Universidades, está acreditar el pago de ciertas cantidades de dinero o justificar los motivos legales por los que dejan de hacerlas efectivas.

Las cantidades que los estudiantes deben satisfacer para formalizar su matrícula, como contraprestación del servicio público que van a recibir de la Universidad, se calculan aplicando las tarifas de “tasas y precios públicos” que previamente haya aprobado el órgano correspondiente del poder ejecutivo con competencias en la materia; en la actualidad, salvo para la UNED que, debido a su ámbito territorial de actuación, se aprueban por la Administración General del Estado, en los demás casos las competencias recaen en las Comunidades Autónomas.

I.3. Recaudación, bonificaciones, compensaciones y

… ¿exenciones?

Las cantidades e incluso los conceptos a recaudar por derechos de matrícula, variarán en las distintas Universidades, según el ámbito territorial en el que se hallen radicadas, también son variables las formas y temporalidad de la recaudación, aunque lo común es que se ofrezca a los estudiantes la opción de efectuar el pago en uno o dos plazos, pudiendo producirse situaciones características y específicas: que la integridad o parte de esos derechos sean abonados por terceros, como sujetos pasivos sustitutos, por compensación de bonificaciones otorgadas a beneficiarios de colectivos determinados, o que sean soportadas directamente por la Universidades.

Las referidas traslaciones de la deuda se corresponde con las llamadas exenciones y una variedad de esa especie constituye el objeto de estudio en que se centra este trabajo, nos estamos refiriendo a las “exenciones” de que disfrutan los estudiantes integrados en las unidades de convivencia denominadas “familias numerosas” y, más concretamente, en aquellas familias numerosas que tengan  más de tres hijos.

La Universidad de Jaén (UJA)
, a la que nos referimos por tenerla más cerca, respecto de las bonificaciones
 y compensaciones en la matrícula de sus alumnos de primer y segundo ciclos, tiene establecido lo que, a título de simple referencia, reproducimos a continuación: 

“5.- Bonificaciones y/o compensaciones
Los precios a satisfacer por los conceptos [servicios administrativos] referidos en los apartados 2, y 4, sólo son susceptibles de reducción para miembros de familias numerosas, sin que el seguro escolar lo sea en ningún caso.

Todas las situaciones que puedan dar lugar a cualquier tipo de reducción en el importe de precios públicos a pagar por servicios académicos, deben alegarse por los/las interesados/as y justificarlas documentalmente.

Las bonificaciones que a continuación se indican, podrán obtenerse, para cada caso, según la situación personal del/de la interesado/a: 

5.1.- Serán beneficiarios/as de bonificación del importe total de los precios públicos por actividades docentes para cursar estudios de primer y segundo ciclo en la Universidad de Jaén, los/las estudiantes que reúnan cualquiera de las siguientes condiciones:

5.1.1.- Disfrutar de beca del régimen general de ayudas al estudio para las titulaciones oficiales de primer y segundo ciclo, conforme a lo establecido en el art.º 3.º punto 1 del Real Decreto 2298/1983 de 28 de julio.

5.1.2.- Los importes no satisfechos por los/las interesados/as a que se refiere el apartado anterior serán compensados a la Universidad por el organismo que concede la ayuda.

5.2.- También gozarán de la bonificación de matrícula, quienes reúnan las condiciones que a continuación se indican:

5.2.1.- Los/las estudiantes que hayan obtenido matrícula de honor global en COU o premio extraordinario de bachiller podrán disfrutar, por una sola vez, del beneficio de matrícula gratuita en las asignaturas del primer y segundo cuatrimestre de sus estudios del primer ciclo, durante el primer año académico en que se matricule el/la estudiante por primera vez y para una sola titulación académica de las ofertadas por la Universidad.

5.2.2.- Los/las estudiantes que hayan obtenido matrícula de honor en asignaturas en que estuvieran matriculados/as en el curso académico 1998-99, podrán disfrutar de una bonificación en la matrícula, de importe equivalente al número de asignaturas en que obtuvo matrículas de honor en el anterior período de matriculación. En el caso que la matrícula de honor se haya obtenido para un número determinado de créditos, éstos serán descontados del valor total de la matrícula por el importe de dichos créditos.

5.2.3.- La deducción, se hará una vez calculado el importe de la matrícula, y se obtendrá del siguiente modo:

……………………………………….

5.2.4.- En ningún caso el importe de las bonificaciones a que se refiere el apartado anterior podrá ser superior a la cantidad que hubiera tenido que pagar el/la estudiante por los mismos conceptos, de acuerdo con su situación personal.

5.2.5.- Los importes no satisfechos por los/las interesados/as a que se refieren los apartados 5.2.1 y 5.2.2 serán atendidos por la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía los correspondientes a premios de enseñanzas medias (Resolución de 27 de julio de 1995, de la Dirección General de Planificación del Sistema Educativo y Formación Profesional
, y por la Universidad de Jaén con cargo a la partida presupuestaria 480.06, para los/las estudiantes de enseñanzas universitarias.

5.3.- Serán beneficiarios de ayudas al estudio:

5.3.1.- Los/las estudiantes que sean miembros de familias numerosas a las que se refiere la Ley 25/1971 de 19 de julio (B.O.E. 24-06-71) y a las que se refiere el R.D. 1801/1995 de 3 de noviembre (B.O.E. de 4-11-1995) que desarrolla la disposición final cuarta de la Ley 42/1994 de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social (B.O.E. de 31-12-1994), así como los de aquellas amparadas por la Ley 8/1998 de 14 de abril, de ampliación del concepto de familia numerosa y por el R.D. 6/1999 por el que se desarrolla la Ley 8/1998 (B.O.E. de 04-02-99), quienes gozarán de la reducciones de Tasas por Servicios Administrativos que dicha normativa les confiere.

5.3.2.- A los miembros de las Familias Numerosas a que se refiere el apartado anterior, en cuanto a los Precios Públicos que deban hacer efectivos por Servicios Académicos, se les aplicará la misma reducción que es aplicable a los Servicios Administrativos, y finalizado el proceso de matrícula la Universidad de Jaén elevará a la correspondiente Administración Pública la relación detallada de beneficiarios con las cuantías correspondientes, a fin de que por los organismos competentes se proceda a compensar a la Universidad de las cantidades no satisfechas por los beneficiarios.

5.3.3.- Para tener derecho a las ayudas al estudio es necesario que el/la estudiante sea miembro de Familia Numerosa en la fecha de solicitud de matrícula. La adquisición de esa condición después de ese momento, no dará lugar a reducción o ayuda.

5.3.4.- Todos los títulos de familia numerosa han de estar vigentes en el momento de solicitar la bonificación. El/la estudiante que lo tenga caducado habrá de abonar la totalidad de los precios de la matrícula, aunque, una vez obtenida la renovación y presentada la fotocopia del título, podrá solicitar la devolución que pudiera corresponderle.

5.4.- En aplicación del artículo 30 de la Ley 13/1982, de 17 de abril, de Integración Social de Minusválidos, gozarán de subvenciones para atender al pago de los precios de matrícula de enseñanzas universitarias, con cargo a los presupuestos de la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía, los/las estudiantes con minusvalías que cumplan las siguientes condiciones:

- Un Grado de minusvalía de al menos del 33 por 100, debiéndose justificar documentalmente por el/la interesado/a.

- Las subvenciones a que se refieren el párrafo anterior se aplicarán sólo a la primera matrícula en las asignaturas o créditos de primer o segundo ciclo.

- Las ayudas serán incompatibles con cualquier otra que el/la estudiante  pueda disponer para este fin.

- En cualquier caso deberán abonar, sin reducción alguna, las tasas y precios públicos que correspondan por servicios de carácter administrativo.

5.5.- Igualmente gozarán de compensaciones o bonificaciones en los precios públicos por matrícula, aquellas personas que acrediten ser titulares de algún derecho expresamente reconocido por disposiciones legales o normas que deban ser cumplidas por la Universidad de Jaén; tales derechos serán aplicados conforme a los términos en que estén establecidos.

5.5.1.- La Universidad de Jaén en el ejercicio de su autonomía podrá establecer convenios de colaboración con organismos o instituciones públicas y privadas, para gestionar la recaudación de los importes de matrícula a satisfacer por sus estudiantes, asumiendo las entidades el pago delegado de los importes de matrícula que corresponda satisfacer a dichos estudiantes, que individual o colectivamente se definirán en el convenio.

5.5.2.- Los convenios incluirán en todo caso el compromiso de las entidades que lo suscriban relativo a los plazos y condiciones en que compensarán a la Universidad de Jaén los importes que ésta haya dejado de percibir en aplicación del convenio.

5.6.- Con carácter general la gratuidad por la vía de las compensaciones de los precios públicos de las matrículas de las enseñanzas de 1.er y 2.º ciclo, no podrá exceder nunca de los créditos que conforman el plan de estudios y que resultan necesarios para poder acceder a un título universitario.”

Debe hacerse notar que el conjunto de las diferentes bonificaciones, u obligaciones de pago trasladadas a terceros, afectan en la Universidad de Jaén (UJA), nada más y nada menos que al 50 % de los alumnos, que reciben de un modo u otro alguna bonificación en los derechos de matrícula que deben abonar, lo que supone, además de un considerable volumen de gestión para recaudar convenientemente  esos importes, una cifra importante a controlar.

Como puede apreciarse, con cada tipo de bonificación se corresponde un pagador sustituto, pero es cierto que algunas de ellas recaen en la propia Universidad:

3. Los importes correspondientes a las ayudas al estudio de su personal docente y PAS, así como las de los parientes directos de éstos, de acuerdo con lo previsto en el Plan de Acción Social de la Universidad.

4.  Los incentivos al rendimiento académico excelente, cuyo coste asume también la Universidad, en forma de matrículas gratuitas que otorga a los estudiantes que han obtenido Matrículas de Honor y lo incluye en su presupuesto de gastos.

5. Los importes de aquellas becas propias que la Universidad concede en cumplimiento de su obligación de subvenir a situaciones de necesidad que afectan a su alumnado en condiciones económicas críticas.

En las tres situaciones anteriores, los correspondientes importes, acaban reducidos a un apunte contable por formalización, aunque queda reconocida su justa incidencia en el presupuesto de ingresos y de gastos.

Sin embargo, en cuanto se refiere a las bonificaciones otorgadas por terceros, en la normativa hay una declaración que hasta ahora no pasa de ser una mero desiderátum, nos referimos a la contenida en el apartado “5.3.2.-“, reproducido más atrás, cuando se dice: “ …y finalizado el proceso de matrícula la Universidad de Jaén elevará a la correspondiente Administración Pública la relación detallada de beneficiarios con las cuantías correspondientes, a fin de que por los organismos competentes se proceda a compensar a la Universidad de las cantidades no satisfechas por los beneficiarios”, pues, de todos los beneficiarios que son miembros de familias numerosas, la Universidad sólo viene recuperando los importes que compensa el Ministerio de Educación por los correspondientes a los de aquellas familias de primera categoría con tres hijos.


Tradicionalmente no se habían considerado como recursos disponibles los importes de las bonificaciones que se efectúan a miembros de familias numerosas con más de tres hijos, por lo que cuando se comienza a tratar las posibles compensaciones para las familias de tres, a consecuencia de su reconocimiento como nuevas familias numerosas, eran muy pocas las Universidades que habían previsto, en la programación de sus estados de ingresos presupuestarios, las cantidades que dejarían de pagar los miembros de las citadas familias ni, en sustitución de éstos, las que subsidiariamente debían pagar las entidades que vinieran obligadas a ello.

Luego, entre las Universidades que habían hecho esa programación, tampoco había unanimidad a la hora de afrontar el impago que irremisiblemente se produciría, al menos respecto de la parte de la deuda correspondientes a familias con más de tres hijos, pues unas Universidades optaban por contabilizarlas como ingresos fallidos y otras lo hacían en el capítulo 4.º del estado de gastos como transferencias corrientes "a familias e instituciones sin ánimo de lucro", en un gesto generoso pero poco acorde con estos tiempos, en los que impera la separación presupuestaria de las diferentes administraciones públicas.

No obstante lo anterior, la naturalidad con que todas las Universidades tienen asumida esa situación, supone, en el mejor de los casos, cerrar el problema con el apunte contable de formalización en el que se deja constancia de la transferencia “forzada” a dichas “familias e instituciones”, ajena por completo a la capacidad decisoria de sus Órganos de Gobierno.

Es curioso que los expertos de gestión universitaria más versados en la materia y aquellos que se han destacado por su excelente labor divulgadora de la actividad administrativa de las Universidades, también hayan asumido en silencio —como lo hemos asumido todos hasta ahora— el hecho de que las Universidades pudieran tener en la actualidad una obligación de esa naturaleza a favor de las citadas “familias e instituciones sin fines de lucro”, sin que se haya cuestionado en virtud de qué título nace la supuesta obligación.

En plena efervescencia reivindicativa de los colectivos de funcionarios por el mantenimiento de las tradicionales exenciones de que disfrutaban, cuando los Tribunales de Justicia todavía no se habían inclinado decididamente  por la abolición de tales privilegios, CHAVES
, con su siempre preclara percepción, decía “es deseable la supresión de este privilegio, contrario al principio de igualdad y que lesiona la autonomía financiera de las Universidades”, sin embargo nada nos comentaba sobre las bonificaciones que se aplicaban, y se siguen aplicando, a las familias numerosas, cuyo efecto de lesión a la autonomía universitaria podría ser equivalente a pesar de que tales bonificaciones no se basaran en un privilegio sino en un derecho positivo a favor de terceros.

Después de considerar “incuestionable la subsistencia de la exención a favor de los becarios”, GARCÍA NÓVOA
, dice que “—aunque no resulte tan claro como en el supuesto anterior— parece defendible la subsistencia de las becas [sic] a favor de familias numerosa” e incluye en su defensa el hecho de que la D.F. 4.ª haya ampliado la primera categoría a las familias de tres hijos, para ello se apoya en lo que dice al respecto MUÑOZ DEL CASTILLO
, que ”esta exención no se basa en ningún criterio económico” y también en lo que opina MARTÍNEZ GARCÍA-MONCO
, quien a su vez se fija en la Sentencia 52/95 del TSJ de Cataluña, de 2 de febrero de 1995
. 


Precisamente, en cuanto a las circunstancias económicas, uno de los pilares básicos en que se sustenta la convocatoria general de becas, que anualmente promueve el Ministerio de Educación y Cultura (MEC), es la renta familiar, por lo que, entrando el número de hijos de cada familia a formar el divisor de dicha renta, se está priorizando el acceso de aquellas más numerosas al disfrute de las ayudas económicas.

La subsistencia de esta exención “no se justifica en motivos estrictamente económicos, sino claramente subjetivos y de protección a la familia”, según nos explica ARIAS
, quien, sin embargo, señala que “las Universidades no suelen resarcirse de las cantidades dejadas de ingresar por este concepto, lo cual contradice el espíritu y la letra del art. 54.3.b, in fine, de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria (LRU)”, pero a continuación, al tratar la contabilización de “los ingresos y los derechos de cobros derivados de los precios públicos por prestación de servicios” y las exenciones aplicables a los mismos no cita el tratamiento que merecen aquellas exenciones  que se derivan de los derechos subjetivos que afectan a las familias numerosas de más de tres hijos y que no se cobran ni reclaman.

Vemos que la justificación común, directa o indirecta, del mantenimiento de las bonificaciones de los importes de matrícula a favor de los miembros de las familias numerosas se basa en su regulación positiva por Ley, a cuya línea nos sumamos, pero hemos advertido que todas las referencias se apoyan en una remisión al artículo 39.1 de la Constitución Española (CE), elevado a la categoría de mito intangible, cuya simple invocación parece suficiente para dar consistencia a cualquier argumento, incluso no enunciado, pues nos hallamos ante una confusión permanente entre la familia, simplemente familia, a la que da protección la CE y la familia numerosa, que, como veremos en el siguiente párrafo, sólo es la discriminación positiva de una parte de la familia genérica, objeto de una protección específica por parte del legislador ordinario.

A partir de la necesaria desmitificación de la familia numerosa y después de desvelar el carácter ordinario y no constitucional de los beneficios que recibe, se nos plantean varias cuestiones a resolver:

· ¿Quién debe soportar el coste de los derechos que la Ley ordinaria otorga al colectivo de familias numerosas? y, en virtud de ¿qué título?

· ¿Puede una Ley ordinaria trasladar la carga del coste de tales bonificaciones a las Universidades?

· ¿Pueden concederse “exenciones” del pago de derechos de matrícula en las Universidades? 

Anticipemos que, en el ámbito de la Universidad, no caben las “exenciones”, entendidas en sentido estricto, ya que ésta no puede ser privada de unos derechos que le corresponden y porque toda aminoración de ingresos tiene que ir acompañada de las previsiones presupuestarias relativas a “las compensaciones correspondientes a los importes de las exenciones y reducciones que legalmente se dispongan en materia de tasas y demás derechos” (art. 54.3.b. de la LRU); incluso cuando sea la propia Universidad la que soporte algún coste de matrícula, pues en ese caso, además de la previsión de ingresos, debe incluirse el gasto, que se anotará con los apuntes de formalización en el capítulo que corresponda, dejando constancia del título legal del que se deriva la obligación.

Éstos, son los puntos que centran el análisis que más adelante desarrollaremos, pero, mientras se resuelven, el coste de las bonificaciones a las familias numerosas con más de tres hijos lo siguen soportando las Universidades, sin más paliativos.


I.4. Familias


Vamos a tratar de aproximarnos al concepto de familia, porque, ante un término tan ambivalente, bien pudiéramos estar hablando o escribiendo largamente y cada cual pensando en lo que más se acomode a sus conocimientos específicos o creencias particulares.


El Diccionario de la Academia
, sobre la palabra familia, procedente del latín y con la misma grafía, nos proporciona una serie de acepciones de las que reproducimos las cinco primeras:

“1. f. Grupo de personas emparentadas entre sí que viven juntas.

2. Conjunto de ascendientes, descendientes, colaterales y afines de un linaje.

3. Hijos o descendencia.

4. Número de criados de uno, aunque no vivan dentro de su casa.

5. Conjunto de individuos que tienen alguna condición común”.


Según CASEY
, “el problema fundamental para el historiador de la familia es recordar que trata con un concepto, un producto de la mente del hombre y de su cultura, antes que con algo material”.


Otros estudiosos de diversas ramas de las Ciencias Sociales, del Derecho o de la Economía, según su ideología o su convencimiento científico, afrontan el tema de la familia con enfoques diferentes, así, para el antropólogo LÉVI-STRAUSS
:

“Conviene retener que de la familia restringida no puede decirse ni que sea el átomo del grupo social, ni tampoco que resulte de este último. Lo que sucede es que el grupo social sólo puede establecerse en parte en contradicción y en parte de acuerdo con la familia, ya que con el fin de mantener la sociedad a través del tiempo las mujeres deben procrear hijos(as), gozar de la protección de los hombres durante el embarazo y la crianza y se requiere un conjunto de reglas para perpetuar a lo largo de generaciones la pauta básica de la fábrica social. Sin embargo, el interés social fundamental con respecto a la familia no es protegerla o reforzarla: es una actitud de desconfianza, una negación de su derecho a existir aislada o permanentemente; las familias restringidas sólo están autorizadas a gozar de una existencia limitada en el tiempo –corta o larga según las circunstancias- pero bajo la condición estricta de que sus partes componentes sean desplazadas, prestadas, tomadas en préstamo, entregadas o devueltas incesantemente de forma que puedan crearse o destruirse perpetuamente nuevas familias restringidas. Así, la relación entre el grupo social como un todo y  las familias restringidas de las que parece estar formado, no es una relación estática, como sería la de la pared con respecto  a los ladrillos de que está compuesta . se trata más bien de un proceso dinámico de tensión y oposición con un punto de equilibrio que es extremadamente difícil de alcanzar, dado que su posición exacta está sometida a infinitas variaciones de una época a otra. Pero la palabra de las Escrituras: «Dejarás a tu padre y a tu madre», proporciona la regla de hierro para la fundación y el funcionamiento de cualquier sociedad.


La sociedad pertenece al reino de la cultura, mientras que la familia es la emanación, al nivel social, de aquellos requisitos naturales sin los cuales no podría existir la sociedad y, en consecuencia, tampoco la humanidad”


VILADRICH
, después de plantearse si la familia es solamente la unidad tradicional de reproducción, señala:

“debemos caer en la cuenta de que lo importante no es la reproducción de números útiles, porque el hombre es mucho más que un número socialmente rentable. El hombre es persona y sólo en su dimensión personal encuentra su identidad y su dignidad. Pues bien, si lo que importa no es reproducir números, sino generar personas, entonces no vale cualquier estructura reproductiva. Es en este sentido en el que se habla de la familia como célula natural. Porque el hábitat natural para que cada irrepetible hombre sea concebido como corresponde a su dignidad de persona, sea gestado, arropado y educado con amor, y sea acompañado hasta una muerte, también personal y digna de su condición, este hábitat natural es —sin más— la familia”.


Para GARVÍA
, la familia “es un grupo de personas unidas por razón de parentesco, en donde se observa una estructura de autoridad y división del trabajo, de derechos y deberes por razón de género”, y añade:

“La familia nuclear básica se compone del matrimonio y los hijos. Este es el tipo de familia predominante en las sociedades occidentales. Por el contrario, las familias extensas, no sólo son más numerosas, sino más complejas, en el sentido de que otros parientes (generalmente abuelos y tíos) asumen derechos y responsabilidades sobre los asuntos de la familia, y de que esta es, en muchas ocasiones, una unidad de producción en sí misma, dedicada a explotar los recursos económicos que les pertenecen.

Según algunos sociólogos, la familia nuclear básica está en crisis. Se dice esto por varios motivos. En primer lugar, la incorporación de la mujer al mercado de trabajo está haciendo a esta más independiente económicamente, lo que está contribuyendo a minar la autoridad patriarcal del marido. En segundo lugar, la familia está en crisis porque la institución del matrimonio también está en crisis debido a una mayor aceptación del divorcio y de otros tipos de uniones (parejas de hecho, uniones entre homosexuales). En tercer lugar, están surgiendo otros tipos de familias, como las familias monoparentales, compuestas por un padre o una madre y su/s hijos/as; pero también familias más complejas, resultados de segundos matrimonios, en donde se entrecruzan relaciones filiales, muchas veces cargadas de incertidumbres, entre padrastros, hijastros, hermanastros, etcétera. Además, y quizá más importante, la familia nuclear básica es ahora una institución mucho menos cerrada y más abierta al escrutinio público. Si antes lo que ocurría en la puerta de al lado no era asunto de uno, ahora lo es más, habiéndose hecho la sociedad más sensible a temas como el abuso sexual o los maltratos dentro de la familia” .

La exposición descriptiva de este autor, pone en entredicho, o al menos relativiza para nuestro tiempo y para nuestro entorno social, la afirmación de BECKER
, cuando argüía que “el principal objetivo del matrimonio y la familia es la producción y crianza de hijos propios”, y desde el prisma de la economía hizo un estudio que ya forma parte de los clásicos, desarrollando su línea argumental en torno a conceptos como los siguientes: 

“[Se utiliza] el precio de los hijos y la renta real para explicar, entre otras cosas, por qué la fecundidad en las zonas rurales ha sido tradicionalmente superior a la fecundidad en las zonas urbanas, por qué un aumento del salario de las mujeres que participan en el mercado laboral reduce su fecundidad, por qué los diversos programas gubernamentales (tales como la ayuda financiera a madres con hijos menores de edad a su cargo) afectan significativamente a la demanda de hijos y por qué las familias con rentas superiores han tenido más hijos, excepto durante los últimos 150 años en los países occidentales y en los países en vías de desarrollo. El análisis puede extenderse para estudiar la interacción entre la cantidad y la calidad de hijos…”. 

Ante la disparidad de perspectivas desde las que puede analizarse el concepto de familia, ayudados por la mayéutica socrática, cabe plantearse ¿a  qué familia podría referirse la Constitución Española cuando, en el artículo 39.1, la declara objeto de protección?, a lo que sólo podemos contestar que a cualquier forma de familia socialmente admitida.


Desde la posición que suscribimos, es perfectamente comprensible que las disposiciones ordinarias se dirijan en cada momento a definir el contenido de la protección que la familia requiere en cada circunstancia, así:

( La “familia extensa” es objeto de protección, contribuyendo a fomentar la solidaridad intergeneracional, cuando, a efectos fiscales, se incluyen en la “unidad familiar” a los ascendientes mayores de cierta edad que convivan en el hogar.

( La “familia nuclear”, es objeto de protección especial cuando se convierte en “numerosa” por alcanzar determinado numero de hijos, con lo que se fomenta el incremeto de la natalidad.

( Las “familias monoparentales”, las “de hecho” y cualquier otra manifestación, convivencial o no, recibirá la protección que en cada caso le otorgue “el legislador ordinario, que es el representante en cada momento histórico de la soberanía popular”
.


I.5. Familias numerosas: identificación


Las referencias legales a la Familia Numerosa, actualmente vigentes,  las encontramos en la Ley 25/1971 (ordinaria y preconstitucional), y las condiciones formales para su reconocimiento, así como los derechos que se derivan de las diferentes situaciones, se regulan en el Reglamento de la propia Ley, publicado por Decreto 3140/71, y en múltiples disposiciones normativas de diverso rango, algunas de las cuales quedan reseñadas en el cuadro “FAMILIAS NUMEROSAS (clasificación y efectos)” que se incluye al final de este párrafo.


En todo caso las referencias que se hacen a Familias Numerosas deben entenderse hechas a aquéllas constituidas conforme a los requisitos que establecen las normas de aplicación y reconocidas por el órgano competente para ello, tanto en su ámbito estrictamente orgánico como territorial, de tal modo que sus titulares puedan acreditar documentalmente el hecho que les convierte en destinatarios del beneficio de que se trate.
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Mas de diez hijos

(1) El Reglamento de la Ley 25/1971 (Decreto 3140/71) en su articulo 6 establece, entre otros requisitos, que para la existencia
legal de familia numerosa los hijos sean menores de 21 afios y solteros o tener la condicién de subnormal, minusvélido o
incapacitado para el trabajo.

HONOR

El limite de edad puede ampliarse por el tiempo indispensable para realizar el servicio militar o prestacién social sustitutoria,
y hasta los 25 afios mientras se estén realizando estudios (art® 6 del D 3140/71).

El numero de hijos que conforman cada categoria se fijan en los articulos 1y 8 del Reglamento (D. 3140/71), modificado con
posterioridad en varias ocasiones.

(2) Seran Familias Numerosas de Honor aquellas que, de haberlo sido, conserven el nimero de hijos necesarios para
ser calificadas como familia numerosa de cualquier otra categoria, art.® 8 del Reglamento (D. 3140/1971).

(3) La Ley 42/1994 en su Disposicion Final Cuarta amplia de nuevo el concepto de Familia Numerosa hasta comprender
las familias que tengan tres hijos.

EIR.D. 1801/1995 desarrolla lo dispuesto en la Disposicién Final Cuarta de la citada Ley 42/1994, por la que las familias
numerosas de tres hijos lo seran de Primera Categoria.

La Ley 8/1998 amplia de nuevo el concepto de familia numerosa, considerando como tal aquella que tenga dos hijos, cuando
uno de ellos sea minusvalido o incapacitado para el trabajo.

EIR.D. 6/1999 desarrolla la Ley 8/1998 estableciendo que las familias con dos hijos, de los que al menos uno de ellos sea
minusvalido o incapacitado para el trabajo, se clasificara como de Primera categoria.

La Ley 21/1986 en su Disposicién Adicional Decimotercera amplié el concepto de familia numerosa establecido en la Ley
25/1971, a los casos en que ambos progenitores sean minusvalidos y tuvieran dos hijos. También cuando se trate de dos hijos
incapacitados, aunque los progenitores no estén afectados por minusvalia.

La misma Disposicion determina que adquieren la categoria inmediata superior los que tengan dos o mas hijos incapacitados.

Seran familias numerosas aquéllas en las que concurran situaciones de especial gravedad, por razones de proteccion social
(diversas disposiciones).

Las Comunidades Autonomas tienen la competencia parareconocer la condicion de familia numerosa. (art.’ 3 del
R.D. 1801/1995).

En todo caso dara fe de la situacién aplicable a losflas estudiantes, aquella que conste en documento oficial
expedido por autoridad competente y en vigor en el momento de reclamar su aplicacion (generalmente un CARNE DE
FAMILIA NUMEROSA).

Octubre de 1999




II. Disonancia y armonía jurídicas
II.1. La autonomía universitaria, objeto de protección constitucional

II.1.1. Un derecho fundamental

La configuración jurídica de las Universidades, tanto en su consideración de Administración pública como en el significado y alcance de su autonomía no es, desde luego, un tema pacífico en nuestra doctrina. Muy al contrario. La inclusión dentro de la lista de derechos fundamentales y libertades públicas ha supuesto una consideración decidida de la autonomía universitaria, otorgándole así el máximo nivel de garantía y protección que la Constitución Española establece para los demás derechos que le acompañan en el Capítulo II del Título I. Sin embargo, la catalogación de la autonomía universitaria como derecho fundamental no ha sido un hecho bien acogido por todos y del que la doctrina se haya manifestado partidaria de forma unánime. La ubicación del precepto en lugar tan privilegiado ha reavivado opiniones encontradas, que han ido desde calificarla como “sorprendente y extraña”
, hasta su decidida defensa como derecho fundamental
, o, por el contrario, su más rotunda negación como tal
. Como no podía ser de otro modo, el TC acabó terciando en el asunto, y lo hizo en sentencia 26/1987, de 27 de febrero, priorizando su colocación sistemática en el texto constitucional y considerando, en consecuencia, la autonomía universitaria como un auténtico derecho fundamental
. Los términos textuales de la sentencia no dejan lugar a dudas:


“Lo primero que hay que decir es que derecho fundamental y garantía institucional no son categorías incompatibles o que necesariamente se excluyan, sino que buena parte de los derechos fundamentales que nuestra Constitución reconoce constituyen también garantías institucionales, aunque ciertamente, existen garantías institucionales que, como por ejemplo, la autonomía local, no están configuradas como derechos fundamentales. Podría, pues, eludirse el tema para dar respuesta a las impugnaciones concretas que hace el recurso, porque lo que la Constitución protege desde el ángulo de la garantía institucional es el núcleo básico de la institución entendido, siguiendo la sentencia de este Tribunal 32/1981, de 28 de julio, como preservación de la autonomía en términos reconocibles para la imagen que de la misma tiene la consciencia social en cada tiempo y lugar. Y no es sustancialmente distinto lo protegido como derecho fundamental puesto que, reconocida la autonomía de las Universidades en los términos que la ley establezca (art. 27.10 de la CE), lo importante es que mediante esa amplia remisión, el legislador no rebase o desconozca la autonomía universitaria mediante limitaciones o sometimientos que la conviertan en una proclamación teórica, sino que respete el contenido esencial que como derecho fundamental preserva el art. 53.1 de la Constitución”.


Reforzada así no sólo la autonomía universitaria sino la propia Universidad como institución por una voluntad constitucional decidida y consciente, se revela necesario ahora corresponder otorgándole eficacia plena, para lo que será preciso delimitar sus contornos, defender su contenido y armonizar su reconocimiento con otros derechos con los que convive en el texto constitucional y a los que después nos referiremos.

Coincidimos, sin embargo con LEGUINA VILLA y ORTEGA ÁLVAREZ
 en que “no existe, ni podría existir, una fórmula de validez general para señalar los perfiles del contenido esencial o núcleo indisponible de la autonomía universitaria. El contenido esencial de la autonomía es un concepto indeterminado cuya mayor o menor amplitud depende del nivel de conciencia social y jurídica existente en cada momento histórico acerca del alcance que haya de darse al autogobierno de cada tipo de ente autónomo, correspondiendo al legislador, como se acaba de señalar, la determinación de dicho concepto”.


Pero con independencia de la dificultad de nuestro punto de partida, la autonomía universitaria, tal y como ha sido concebida por el constituyente, desarrollada por la LRU de 25 de agosto de 1983 y reconducida después por el TC, supone, desde su vertiente institucional, la posibilidad de exigir una garantía efectiva del ámbito de autogestión de sus intereses propios, pero supone, ante todo, el ejercicio de aquellas actividades inherentes a su función dentro de las cuales podrá actuar sin limitaciones que afecten restrictivamente a su núcleo esencial, así como la prohibición de injerencia en dichas posibilidad de actuación. En definitiva, la autonomía universitaria significa necesariamente algo más que la simple elección de sus órganos de gobierno. Es la capacidad para decidir los fines a cumplir y fijar los medios personales y materiales oportunos para conseguirlos. Por ello, -obvio es decirlo- la autonomía financiera es consustancial al ejercicio de la autonomía universitaria en su plenitud; autonomía financiera que, como afirma GARCÍA NÓVOA, “debe significar tres cosas: que las Universidades ‘posean recursos económicos, que esos recursos sean suficientes, entendiendo esa suficiencia como una suficiencia subjetiva’
, esto es, que sean suficientes según el criterio de la propia Universidad, pues así debe ser si las Universidades son realmente autónomas y finalmente, que las Universidades –también como consecuencia de su autonomía- tengan libertad para gastar esos recursos”
.


En este trabajo, nos ocupamos sólo parcialmente del estudio de la actividad financiera de las Universidades, pero nos interesa, destacar de ella y tener permanentemente en cuenta, la necesidad de que estén dotadas de los medios económicos suficientes (y como mínimo que no resulten privadas de aquellos medios que les corresponden por derecho propio), pues el nivel real de autonomía va a depender de su capacidad de decisión y de ejecución: algo que, sin lugar a dudas, guarda estrecha y directa relación con los recursos disponibles de la institución, con su capacidad financiera y con su poder de gasto.


Hasta aquí, dos consideraciones por cuya certeza se revelan incontestables: de una parte, la calificación constitucional de la autonomía universitaria como derecho fundamental –con lo que ello implica de existencia de un contenido esencial infranqueable por el legislador (art. 53.1 CE)-, y de otra, la autosuficiencia financiera como uno de los mecanismos para hacerla real y efectiva.


Pues bien, es en la conexión de ambos principios, en su recíproca dependencia y limitación, donde la autonomía universitaria se debilita en su operatividad, pues junto al escrupuloso respeto que encuentra en las leyes estatales, se ha dejado un importante portillo que, sin duda, está afectando a la estructura misma, al núcleo duro, de la institución. Nos estamos refiriendo a la importante aminoración de la cuantía económica de una de las fuentes de financiación de la Universidad, como son las matrículas de los estudiantes, que por vía de la bonificación (mal llamada exención) de los precios públicos que los alumnos, miembros de familias numerosas con más de tres hijos,  dejan de abonar, año tras año.


Merece una reseña especial el hecho de que esa bonificación tenga una continuidad ininterrumpida desde que se publicara la Ley 25/1971, de 19 de junio, de Protección a las Familias Numerosas, que ya era continuación de la de 13 de diciembre de 1943 y de la de 1 de agosto de 1941 y el hecho, no menos significativo, de que haya llegado hasta nuestros días sin que en nada haya influido la promulgación de Constitución Española de 1978, ni sus leyes de desarrollo, es más los beneficiarios de las “medidas de protección” han sido ampliados, por dictado de la Disposición Final cuarta de la Ley 42/1994, hasta las familias con tres hijos, que se convierten también en “numerosas”. La oportunidad de este tipo de medidas podría considerarse desde distintos ángulos, pero su análisis podría arrojar conclusiones de contenido variable y no significativo para el objetivo que nos ocupa, por lo que nos pararemos en este  punto.

Es verdad que la Universidad tiene una dimensión colectiva que abarca, excede y va más allá de la especialidad de los fines de la institución que la propia LRU recoge en su art. 1., como han afirmado LEGUINA VILLA y ORTEGA ÁLVAREZ, L.
, la Universidad es un “servicio público cuya prestación afecta no sólo a los intereses de la comunidad universitaria, sino también –y de modo principal- a los intereses colectivos de las comunidades regionales”, lo cual justifica “la responsabilidad que al poder público -del Estado y de las Comunidades Autónomas- incumbe sobre la misma y obliga a reconducir la autonomía de la institución universitaria a las exigencias y límites que los intereses generales demandan en su configuración como servicio público”.

Ahora bien, la implicación social, no es causa suficiente para imputar a la Universidad el coste de las medidas de “protección”, de promoción o fomento que dichos poderes públicos adopten a favor de terceros en clara interpretación de lo que sea interés público en un momento dado, máxime cuando, como en el caso que nos ocupa, resulta además de tan significativa entidad económica (variable, ciertamente, según los casos, pero excesiva siempre), que no resulta aventurado aseverar que el mantenimiento de esta situación constituye un atentado claro al contenido esencial de la autonomía universitaria, tal y como ha sido ésta diseñada por el propio constituyente e interpretada por el TC, que queda de este modo bastante lejos de lo que la letra y el espíritu de la CE hacían prever, corriendo el riesgo de reducirla a mero nominalismo o, cuando menos, a negarle la sustantividad que, de suyo, le corresponde.


Como fácilmente puede comprenderse, la cuestión que aquí se trae a debate –conviene reiterarlo-, no es la legitimación de los miembros de familias numerosas a beneficiarse de una bonificación que inequivocamente le otorga una Ley. Es éste un asunto que no le corresponde valorar a la Universidad, pues cae dentro del ámbito de la discrecionalidad y competencia del Estado, como precursor de esta concreta medida de fomento, como después se analizará. Lo que se trata de concretar aquí es por virtud de qué título habilitante –si es que lo hay- el Estado traslada a las Universidades la carga económica que confieren a la medida  su razón de ser.

El análisis de esta problemática, compleja y no exenta de implicaciones en distintos aspectos de relevancia jurídica y social, nos llevará a una conclusión por cuya relación con lo afirmado hace un momento es posible ir avanzando ya: los efectos tendencialmente opuestos o, cuando menos, contradictorios, entre el resultado de esta medida y el principio de autosuficiencia financiera de las Universidades, pues con ello se les impide o dificulta en gran medida la posibilidad (más bien obligación derivada del art. 52 de la LRU) de obtener “recursos suficientes para el desempeño de las funciones que se les haya atribuido”. No se trata, por tanto, como inmediatamente vamos a ver, de que la autonomía universitaria (art. 27.10 CE) y la protección de la familia (art. 39.1 CE) deban reputarse como principios contradictorios o cuya aplicación provoque tensiones de resultados pocos deseables. Se pone simplemente de manifiesto la necesidad de situarlos en una disposición idónea para que puedan aplicarse simultáneamente con la misma armonía con que la CE los proclama.

II.1. 2. La conversión de las tasas académicas en precios públicos y sus consecuencias.


El análisis de la problemática a que ha dado lugar la polémica conversión de tasas en precios públicos por la D.A. 5ª de la Ley de Tasas y Precios Públicos (LTPP) de 13 de abril de 1989, no debe desviarnos del objeto de este trabajo, por ser irrelevante a efectos prácticos y porque ya ha sido analizado con amplitud suficiente, no obstante lo cual, en cuanto nos afecte, tendremos en cuenta las conclusiones obtenidas
.


La doctrina parece coincidir en que la razón para crear esta figura fue dotar de una mayor flexibilidad al sistema de ingresos, ya que mientras que por imperativo del art. 10.1 LTPP los elementos esenciales de las tasas han de estar establecidos por norma con rango de ley, no es así respecto de los precios públicos, por expresa dispensa del art. 26.1. LTPP al establecer que su fijación se efectuará por Orden del Departamento Ministerial del que dependa el Órgano o ente que ha de percibirlos o incluso, directamente por el propio organismo autónomo de carácter comercial, industrial o financiero, previa autorización del Ministerio en que se halle integrado o al que esté vinculado.


Con independencia de la valoración que merezca tanto la conversión de las tasas universitarias en precios públicos, como la innecesariedad de regulación legal de éstos
, lo cierto es que sólo los tributos son susceptibles de exenciones, por lo que si sólo las tasas lo son, únicamente a ellas les resultan referibles
. Negado, pues, el carácter de tributo a los precios públicos resulta obligado colegir, por un principio de mínima congruencia, la imposibilidad (jurídica) de aminonar su cuantía en aplicación de exenciones.


Se comprenderá enseguida la palpable contradicción que encierra el mantenimiento de la negación de la naturaleza tributaria de los precios públicos y la simultánea subsistencia de las exenciones que, por propia esencia, sólo resultan aplicables a las tasas. Lógicamente no pueden convivir dos reglas tan contrarias.


Al debate sobre la creación de la figura de los precios públicos, hay que añadir un elemento más que complica el galimatías existente, pues la Disposición quinta de la LTPP, dice: “a partir de la entrada en vigor de la presente ley, las tasas académicas y demás derechos a que se refiere la letra b) del apartado 3, del artículo 54 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria (LRU), tendrán la consideración de precios públicos y se fijarán y regularán de acuerdo con lo establecido en el citado artículo”, redacción que, a partir del 16 de abril de 1989, convertiría en precios públicos las tasas académicas y “demás derechos” que legalmente se establezcan, algunos de los cuales, como las cantidades que se satisfacen por la expedición de Títulos Oficiales, prestación exclusiva del Estado, difícilmente podrán alcanzar la consideración de precio público, no obstante los matices y cautelas que deben tenerse en cuenta, a través de las diferentes interpretaciones llevadas a cabo se ha llegado a conclusiones unívocas, en cuanto se refiere a la deslegitimación de las pretensiones de gratuidad, en la matrícula universitaria, invocadas por colectivos de empleados públicos del MEC y de los correspondientes Departamentos autonómicos, que las reclamaban para sí y para sus parientes directos, por la aplicación de ciertas normas legales, finalmente disueltas en su propia obsolescencia, mientras que otras de rango reglamentario han quedado vacías de contenido.

La focalización del debate entre tasas y precios públicos ha dejado en la sombra las especificaciones que afectan a los universitarios pertenecientes a familias numerosas, cuyo derecho a bonificación, en los importes de matrícula, está regulado por una Ley de 1971 que no sólo permanece vigente, sino que, como se ha visto, continúa ampliándose (D.F. 4.ª L.42/1994), lo que en si mismo, al efecto que nos ocupa, el que sean “galgos o podencos” hacen el debate tan estéril como inútil, esto es, lo mismo da que los miembros de las familias numerosas no paguen  tasas o que dejen de pagar precios públicos, pues, en cualquier caso, no corresponde a las Universidades cuestionar la oportunidad ni el contenido de la ley ordinaria que otorga los beneficios, y el efecto es el mismo: no pagan; ahora bien lo que si es del todo necesario y urgente es que se determine quien es el pagador subsidiario y que se adopten las medidas precisas para hacer efectiva la compensación a las Universidades.


Nuestra atención sigue centrada, no obstante, en las referidas bonificaciones que se practican a los miembros de familias numerosas, una medida cuyo coste económico, ya sea por la fuerza de la inercia y de la tradición o ya sea porque nunca llegó a cuestionarse, ha venido soportándose por las Universidades españolas, pero desde que entró en vigor la LRU constituye una injustificada exoneración a favor del Estado, situación que ya estaba superada respecto de las bonificaciones que se practican a los becarios del Ministerio de Educación y Cultura y de otros Organismos públicos que disponen de mecanismos compensadores a favor de las Universidades.  


Como después se irá demostrando a lo largo de estas páginas, un correcto funcionamiento de la realidad presupuestaria de nuestras Universidades, en estricta sujeción al principio de legalidad ha de pasar necesariamente por una adecuada imputación del coste de las bonificaciones a la institución que las promueva.

II.2. La familia, sujeto de protección constitucional.
“La constitucionalización de la familia y el matrimonio surge en nuestro país con el texto republicano de 1931”, según señala Yolanda GÓMEZ
, quien recupera para su estudio el contenido del artículo 43:

«La familia está bajo la salvaguarda especial del Estado. El matrimonio se funda en la igualdad de derechos para ambos sexos, y podrá disolverse por mutuo disenso o a petición de cualquiera de los cónyuges, con alegación en este caso de justa causa»

Nos encontramos ante una clara distinción entre matrimonio y familia, siendo la primera institución el objeto de un contrato mientras que la familia se convierte en sujeto de protección estatal, pues el mismo texto garantizaba la protección de los hijos, estableciendo a su favor derechos congruentes con las obligaciones de los progenitores y del Estado.

El art. 39 de la Constitución Española de 1978, con el que da comienzo el Capítulo III del Título I rubricado “De los principios rectores de la política social y económica” sitúa a la familia como uno de los principales objetos de protección  por parte de los poderes públicos. Y ello en tres posibles ámbitos: social, económico y jurídico. Del tenor literal con que se expresa el precepto parece deducirse una auténtica obligación  por parte de los mismos, pues expresado el verbo en tiempo presente parece rehusar de una acción potencial, eventual o futura, para pasar a demandar una acción de continuidad, ya que, implícitamente parece reconocerse que, así como siempre se ha asegurado, se continuará haciendo en los tres órdenes que allí se indican.


Sin embargo, resulta igualmente significativa la ubicación del precepto tanto en el total marco de la Constitución, como dentro del Capítulo III. La elección del constituyente en este sentido no es cuestión baladí. De una parte, su inclusión en este Capítulo implica la exclusión de otros que son receptores de mayor protección. De ahí que el TC haya reiterado en abundante jurisprudencia (st. 23/1981, de 10 de julio, 219/1989, de 18 de diciembre y 29/1991, de 14 de febrero, entre otras) que este precepto no contiene derechos susceptibles de protección por la vía del amparo constitucional. Por otro lado, el art. 39 ocupa lugar preferente dentro del Capítulo III, lo que parece aludir a la decisión del constituyente de situar a la familia como “centro de la acción socioeconómica”
, posiblemente por entenderla grupo intermedio entre el individuo y el Estado.


Así pues, resulta preciso reconocer que aunque desprovista de matices relativizadores y programáticos, la CE no elige el lugar más idóneo para dispensar una especial protección a la familia. Junto a ello, tampoco el constituyente muestra interés en precisar el concepto de familia ni en fijar el contenido de la protección de que deba ser susceptible. Pero, antes y después de promulgarse la CE, ha sido el legislador ordinario el que ha hecho a la familia beneficiaria de una protección de diverso grado, según criterios de oportunidad o de apreciación del interés predominante en cada caso. Sirvan a título de ejemplo la Ley de Adopción de 11 de noviembre de 1987, de Reproducción asistida de 22 de noviembre de 1988, o de Arrendamientos urbanos de 24 de noviembre de 1994.


Sin embargo, la protección constitucional de la familia puede dar lugar no sólo a la adopción de normas que tienen como objeto directo la unidad familiar, entendida ésta en su tradicional concepción napoleónica de nuestro Código civil, sino a Leyes, como la de 7 de julio de 1981 que toma en consideración la convivencia de hecho a los efectos de conceder derecho a la pensión de supervivencia, o la LECrim., según reforma de 30 de abril de 1992, que lo hace a efectos de otorgar legitimación en la rehabilitación de la memoria del conviviente fallecido y castigo del verdadero culpable
.  Tras la CE se ha ido abriendo paso una nueva y distinta concepción de la familia que ya subyacía en el texto constitucional y que, como afirma ALZAGA
, implica “para los poderes públicos que tienen el mandato de protección familiar la necesidad de la reforma de las normas relativas a la familia en la medida que ésta lo exija”. Noción ésta (de poderes públicos) que, como se afirma en la STC 35/1983, de 11 de mayo, sirve como concepto genérico que incluye a todos aquellos entes (y sus órganos) que ejercen un poder de imperio derivado de la soberanía del Estado y procedente, en una mediación, más o menos larga, del pueblo
.


Ahora bien, la CE no se compromete más que a eso: a remitir a los poderes públicos esta obligación de compromiso con la familia. Noción ésta (conviene recordarlo) sujeta a continuos cambios y mutaciones de donde no resulta rechazable con absoluta radicalidad ninguna de las posibles modalidades de uniones convivenciales.


La CE ni excluye ni distingue modelos, es más, ni siquiera define lo que sea la familia, por lo que no deberán extraerse de sus términos literales ni ampararse en su espíritu mayores consecuencias que las allí contenidas o limitaciones no establecidas en modo expreso. En otros términos: la CE no se apoya en una concepción determinada de familia, exclusiva y excluyente a los efectos de proporcionar una protección privativa de la que quedarían excluidos otros posibles supuestos.


Dada la situación del artículo 39 de la CE, en el contexto general de la misma, y habida cuenta de que su literalidad se refiere a “la familia” sin mayor especificación, por tanto sin que quepa inferir de dicho precepto que una familia “nuclear” con dos o un hijo o una familia “monoparental” o cualesquiera otra manifestación familiar, convivencial o no, pueda tener menor protección constitucional que una familia numerosa y, anticipándonos a este párrafo más concreto, ya tuvimos la ocasión de ponerlo de manifiesto en el párrafo “I.4. Familias” cuando decíamos, y repetimos, que el objeto de protección constitucional a que se refiere el artículo 39.1 es cualquier forma de familia socialmente admitida.


Con ello quiere afirmarse que el contenido y nivel de protección a cada uno de esos posibles supuestos, como por ejemplo, familias con más o menos número de miembros, será una opción del legislador ordinario, que podrá ser perfectamente adecuada al texto constitucional, pero no una elección que deba directamente deducirse de los términos con que la CE se expresa.

En esta línea, la Ley 25/1971 ha de reputarse como una norma que discrimina positivamente a las familias numerosas por mor de la voluntad del legislador ordinario
 y, en este caso, preconstitucional.


Es de ahí, precisamente de esa Ley y de la fecha de su publicación, de donde se deduce la clave del pertinaz ocultamiento de este tema al análisis científico, pues el concepto legal de familia numerosa asimilado por el subconsciente colectivo, único lugar donde permanece, tiene su origen, ni más ni menos que en el artículo 22 del 

 de los Españoles, donde, durante más de treinta años, residieron las más altas referencias legales para toda regulación de relaciones entre el Estado y la familia:

«El Estado reconoce y ampara a la familia como institución natural y fundamento de la sociedad, con derechos y deberes anteriores y superiores a cualquier ley humana positiva»

y después de esa prosopopeya, tras referirse al matrimonio, se añadía:

«El Estado protegerá especialmente a las familias numerosas»


El Fuero de los Españoles, de 17 de julio de 1945, recordémoslo, está expresamente incluido en la Disposición Derogatoria de la vigente Constitución Española de 1978, y, en dicha Constitución, como ya se ha repetido, la familia numerosa es un sujeto de protección como cualquier otra familia, lo que no impide que sea sujeto de medidas legales ordinarias de protección o para el fomento de algún comportamiento social que interese al Estado.


Estamos de acuerdo con PERLINGIERI
, cuando dice que “es rechazable la doctrina que continúa utilizando nociones y técnicas surgidas en el clima cultural preconstitucional, sin esforzarse en adecuarlas a la nueva ideología integral presente en la normativa constitucional”, pero, además, en cuanto se refiere estrictamente a la vigente CE, señala con acierto que “desde el punto de vista metodológico, una vez más, es la segunda parte de la constitución [la de ingeniería de Estado], la que debe ser leída e interpretada a la luz de la primera, esto es los derechos y los deberes de los ciudadanos, la tutela de la persona humana y de sus derechos fundamentales que constituyen la razón del Estado. No existe una razón de Estado, un interés del Estado superior a la realización de los derechos fundamentales de la persona, sino el Estado funcionalizado para este fin.”   

II.3. El fomento de la natalidad
II.3.1. Una manifestación de la actividad administrativa de fomento: incentivos a la natalidad con bonificaciones de precios públicos. 


Como se ha dicho repetidamente, el beneficio de matrícula universitaria gratuita, total o parcial, al que nos venimos refiriendo, encuentra su actual vigencia en la L. 25/1971, de 19 de junio, de Protección a las Familias Numerosas, respecto de la cual incidió la D.F. Cuarta de la L. 42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, que ampliaba el concepto de familia numerosa a las que tengan al menos tres hijos, bajando el listón anterior que se situaba en un mínimo de cuatro hijos, para la primera categoría.


La citada ley de 1971, articulaba una serie de medidas (entre ellas, académicas) de beneficio a las familias numerosas, confesando en su art. 1 los dos motivos que propiciaban su adopción: estimular la deseable continuidad en el desarrollo de la población nacional y amparar la igualdad de oportunidades para los miembros de familias numerosas en el disfrute de los bienes económicos, sociales y culturales.


La motivación primera supone una clara continuación de los fines que se pretendían alcanzar al promulgarse las Leyes de 1 de agosto de 1941 y de 13 de diciembre de 1943, si bien entonces se debían a la necesidad de recuperar una población mermada por el conflicto bélico, mientras que en 1971 los motivos para desear y promover “el desarrollo de la población nacional” serían otros, como otros o los mismos pero más agravados podrían ser los que indujeron al legislador a ampliar el concepto de familia numerosa en 1994, pues, en España, sólo entre 1975 y 1988, el índice sintético de fecundidad se redujo a la mitad, pasando de un promedio de 2,78 hijos por mujer a 1,44, lo que representa un descenso del 48 por ciento
 y ocho años después
, la tasa de fecundidad en España era de 1,23, según datos sobre “El Estado de la Población Mundial 1996.


En cuanto a la segunda motivación, promover la igualdad de oportunidades de los miembros de estas familias, responde a un silogismo que, aunque falto de constatación con la realidad, goza de un gran arraigo en la conciencia social, según el cual se vincula inseparablemente la trilogía: familia, alta natalidad y escasez económica, cuando en realidad, una prole numerosa no siempre está relacionada con escasa capacidad económica, ni viceversa y, más aún, cuando coinciden prole y pobreza, desgraciadamente los incentivos sobre la rebaja de tasas y precios públicos quedan muy lejos de ser suficientes para abrir las puertas de la Universidad, pues como ha advertido GINÉS MORA
, el rendimiento académico de los jóvenes pertenecientes a familias con rentas bajas es inferior al de aquéllos que pertenecen a familias con mayores rentas.

Sin embargo, el prejuicio cultural fue elevado a la categoría de ley, posiblemente por la popularidad de sus resultados, pero lo cierto es que el argumento, en exceso elemental, no parece que ofrezca eficacia bastante.

De las dos razones que motivaron el dictado de la Ley 25/1971, su análisis meditado nos lleva a catalogar la primera medida como típica de fomento –en este caso, de la natalidad- y la segunda, si bien pudiera considerarse como medida de fomento al estudio, al no reducirse a este único fin, resultaría más bien una manifestación del principio de solidaridad, presente en gran parte de la actividad de nuestras Administraciones públicas y que ha tenido su reflejo en numerosas leyes.


De cualquier modo, puede considerarse que el fomento de la natalidad constituye la causa y, en su caso, el acceso en igualdad de condiciones (la solidaridad, en definitiva), su consecuencia. Por eso, aún sin perder de vista este segundo aspecto, hemos de centrar nuestra atención, tal y como se avanza en el título del epígrafe, en el análisis de la bonificación de los precios públicos académicos a los miembros de familias numerosas como una clara manifestación de la acción administrativa de fomento.


Para llegar a esta conclusión basta constatar la finalidad de la medida con la perseguida por la acción de fomento, considerada ésta en su globalidad. Así, en su formulación tradicional JORDANA DE POZAS
 la definía como la “acción de la Administración encaminada a promover o proteger aquellas actividades, establecimientos o riquezas debidos a los particulares y que satisfacen necesidades públicas, o que se estiman de utilidad general, sin usar la coacción, ni crear servicios públicos”. Por su parte, S. MARTIN-RETORTILLO
 la califica como “acción suasoria, estimulante, ejercida desde el Poder: determinación primero, e impulsión después, de actuaciones privadas que es de interés promover. Creencia, en definitiva, en los medios de acción indirectos para la satisfacción de algunas de las necesidades que se consideran de interés general; consecuentemente, protección, estímulo, auxilio, impulso de las actuaciones que tienden a satisfacerlas; fomento, por tanto, de tales actividades”.


Los beneficios de bonificación parcial o total de tasas, de que pudiera gozar un alumno, no se derivan de la simple pertenencia a la institución familiar, constitucionalmente protegida, pues todas las familias lo están, sino del comportamiento que tal institución haya manifestado frente a una actividad fomentada por el Estado mediante leyes ordinarias. 


Por otra parte, el fenómeno de la procreación humana no responde a patrones culturales uniformes, no se rige por principios cualitativos o cuantitativos universalmente aceptados y homologados en el tiempo ni en el espacio, a título de ejemplo, consideremos lo que FLAQUER
, nos ilustra: “Los primeros ensayos de una política demográfica y familiar fueron hechos por el emperador romano Augusto, cuando dictó, en el año 18 a. de C., la lex Iulia de maritandis ordinibus y, en el año 9 a. de C., la lex Iulia et Papia Popaea con el fin de otorgar premios o beneficios a los que tenían hijos e imponer penas a los que carecían de ellos.”       

Hoy, mientras que en algunos países, como la República Popular China, se sanciona el crecimiento demográfico y por ende a las familias con numerosa prole, en otros países, como el nuestro, en los últimos sesenta años, por motivos diferentes, se ha estimulado
 el crecimiento de la población, concediendo ventajas a las familias numerosas frente a las que no lo son.

II.3.2. Algunas reflexiones sobre la aplicabilidad de la medida: La interpretación de la norma de acuerdo con la realidad social del momento y la noción de interés público

Ahora bien, lo primero que salta a la vista es lo que podríamos denominar “extemporaneidad” de la medida, no tanto en su origen como en su continuidad. Efectivamente. Cuando se dictó la ya derogada Ley de 1 de agosto de 1941 y después la de 13 de diciembre de 1943, la crítica situación demográfica en que había quedado el país, a causa de la guerra civil, hace comprensible el establecimiento de cuantas medidas permitieran su más rápida recuperación; pero cuando a ella sucedió, treinta años más tarde, la vigente Ley de Protección de las Familias Numerosas de 19 de junio de 1971 aquellas leyes, o tal vez la propia conciencia social, habían dado su fruto, por lo que el mantenimiento de la medida podría encontrar justificación en el visceral y, a veces, pertinaz empeño de resistencia al cambio, en el respeto y consolidación de las cada vez más arraigadas tradiciones, o bien en la defensa a ultranza de un cierto compromiso implícito de estabilidad de los criterios y de las normas. En definitiva, por un interés, casi instintivo, en la continuidad de los criterios que dan origen a las normas y a la literalidad misma de sus preceptos; una tendencia claramente opuesta a las modificaciones de las estructuras sociales y jurídicas.


El afán de permanencia, o el simple desinterés de los poderes públicos,  se impuso después de promulgada la Constitución, pues, sobre la lógica de ajuste y conformación con los acontecimientos de la nueva realidad legal y social en cambio, asumiendo así el innecesario riesgo de provocar un cierto desfase o desajuste respecto a esa realidad, que, como se sabe, evoluciona por sí misma y al margen muchas veces, y de espaldas otras, a lo que las normas establecen.


Ciertamente conseguir el equilibrio entre el cambio y la permanencia o estabilidad de las normas no es tarea fácil. Quizá por eso COING
 afirmaba, de una parte, que “el Derecho requiere permanencia, estabilidad, para suscitar ese sentimiento de confianza (…). Se puede y se debe contar con el Derecho como una magnitud fija, sustraída de las transformaciones versátiles”, y de otra, que “hay que celar para que la tradición no traiga el enquistamiento ni propicie la subordinación a los poderes políticos y sociales, riesgo que se da, pues el Derecho necesita del Poder para hacerse efectivo; y dado que en parte se ordena a la seguridad de lo existente, es fácil que la relación Derecho-Poder se invierta, y en vez de ser el Poder el que sirva al Derecho, sea éste el que acabe sirviendo a los poderes establecidos”
.


Pero aún cuando no se cuestione el mantenimiento de los postulados legales que han venido reconociéndose de forma sucesiva en el tiempo, la correcta aplicación de la norma requiere una reflexión complementaria cual es su interpretación de acuerdo a la realidad social del momento en que ésta debe ser aplicada. Realidad social que, como afirma SÁINZ MORENO
 “no es un mero elemento de interpretación jurídica, sino que constituye su misma base (…). La realidad social es el ámbito sobre el que la norma actúa, por tanto, sobre el que la interpretación produce sus resultados”. Si, como afirma este autor, por realidad social se entiende las ideas, valores y situaciones vigentes en cada momento, no tendremos más remedio que concluir que la propia evolución de las cosas requiere una simultánea mutación en la interpretación del Derecho. De ahí que el mantenimiento incondicionado de una concreta medida de fomento deba ser objeto de revisión y adaptación a las necesidades sociales, culturales, etc., en definitiva, a la realidad social de cada momento, para que pueda así mantener su fuerza legitimadora, su justificación jurídica, al fin.


En el mismo orden de cosas, la justificación de este tipo de actuaciones administrativas suele venir de la mano de una noción tan indeterminada como variable, tal es el interés público. Un término bastante recurrente por la falta de concreción de su contenido y, por tanto, por la docilidad de su significado y la flexibilidad y fácil adaptación que ofrece en su aplicación. A. NIETO
 lo ha dicho con total claridad: “Ni la ciencia ni la práctica política están hoy en condiciones de determinar cuáles son los intereses generales ni de precisar su papel exacto en la vida del Estado. Todo el mundo está de acuerdo en que (tal como declara la Constitución española) la Administración está al servicio de los intereses generales de la comunidad; pero a partir de ahí ya no se puede afirmar nada con certeza: ni en qué consisten estos intereses generales, ni, en fin, si cabe un control judicial posterior a las definiciones que quien quiera que sea haya hecho previamente. Los intereses generales han entrado así en el mundo de los “conceptos inaprensibles” a los que no tiene acceso la capacidad definitoria de la mente humana. Y es que se trata de una de esas palabras cuya fuerza radica más en lo que evocan que en lo que significan”. El interés público es una noción funcional pero absolutamente variable ya que, siendo determinable por medio del razonamiento jurídico, varía de contenido según el contexto en el que se encuentra
. Muy posiblemente cuando se dictaron las referidas Leyes de 1941 y 1943 el interés público más inmediato era cubrir las necesidades primarias y potenciar el crecimiento demográfico; hoy, casi sesenta años después, que las empresas estén capitalizadas y saneadas, como afirmaba hace unos años JIMENEZ-BLANCO
, podría ser, en España, el primer interés público.


Por eso, por muy indeterminado que se ofrezca el término, lo cierto es que no deja de ser un concepto legal sobre el que pesa la función de determinación de la total actividad de la Administración
 (art. 103. CE), por lo que la interpretación de su significado no es de libre decisión, sino que obliga a hacer un examen razonado y objetivo de lo que en ese caso le conviene
, debiendo mostrar la coherencia entre cada decisión y el ordenamiento jurídico. Tarea de interpretación cuyo proceso debe integrar el examen de “la realidad social del tiempo” en que la norma ha de ser aplicada.


En cualquier caso, para la resolución de esta cuestión el principio de prudentia iuris impone un intento de consenso y conciliación de todos los intereses en juego, armonizando los criterios subjetivos de los operadores sociales y jurídicos.


Hechas las consideraciones anteriores sobre la hipótesis del eventual enquistamiento de una medida de fomento, no descartamos, sino que incluso creemos firmemente, que las circunstancias sociales cambiantes hagan hoy tan necesarias esas medidas de fomento como cuando inicialmente se impulsaron, aunque, eso sí, por motivos bien diferentes, ya que hoy se justificarían en un intento de recuperar la tasa de natalidad, cuyo índice actual que ya hemos visto, a decir de los expertos podría poner en peligro el recambio generacional.

Al respecto, DEL CAMPO apunta que “nuestra sociedad industrial esta siendo progresivamente organizada y operada por gente de edad media, marginando por un extremo a los jóvenes, a los que resulta cada día más difícil obtener su primer trabajo, y por el otro, a los ancianos a los que retira y olvida casi totalmente”
 

Evidentemente, esa valoración se hace en un marco cerrado a las migraciones y para un modelo concreto de sociedad: la del mundo desarrollado; pues creemos que globalmente tal peligro puede evitarse de muchos modos.

FERNÁNDEZ MÉNDEZ DE ANDÉS
, se plantea “¿el aumento de la actividad laboral de la mujer, que es un proceso tan deseable como irreversible, es incompatible con tasas de natalidad socialmente deseadas?. Si es así, no queda más remedio que ‘importar hijos’ como se importan otros muchos bienes de consumo. Importaciones que bien pueden ser internas o externas, pues bien decía FRIEDMAN
 que una de las ventajas comparativas de las zonas rurales de los países desarrollados está en la producción de hijos”[sic], pero a los efectos que a nosotros nos interesan, señalemos que el autor encuentra sus soluciones, que podrían ser las del legislador, en “la clara definición [de] los hijos como un bien público. Su producción sólo puede aumentar traspasando parte de los costes al Estado”


Entre las voces que ponen en duda la necesidad de los incentivos a la natalidad se halla GONZÁLEZ-SANCHO
, quien además hace ya años que  afirmaba: “en lo que respecta a España, puede decirse que su tasa de natalidad es moderada y no parece que tuviera sentido plantearse hoy una política de incentivos a la natalidad, por lo demás de dudusa eficacia” y después al apuntar algunas líneas para la necesaria reforma de la protección de la familia, entre otras, señala que “es necesario, en todo caso, sustituir la actual Ley de Familias Numerosas por una nueva Ley de Protección a la Familia, basada en criterios más lógicos y justos”.


A su vez, GONZALO y GONZÁLEZ tras afirmar que “la verdadera riqueza de las naciones es su población” 
, cuestiona:

“las actitudes y pronósticos antipoblacionistas, tan carentes de fundamento objetivo como los que surgieron a principios del siglo XIX, pero con un nuevo cariz que los hace extremadamente peligrosos. El malthusianismo decimonónico tuvo, en efecto, además de gruesos errores de apreciación, y pronóstico, un planteamiento ascético, moral. El neomalthusinismo contemporáneo es, por el contrario, eminentemente hedonista. En ello estriba su radical diferencia, pues, por lo demás, ambos adolecen de idéntica falta de respaldo científico”. Según este autor, el mundo moderno está “inocentemente persuadido por gratuitos augurios
 de «explosión demográfica» «bomba demográfica», «contemplación demográfica», «marea humana» y otras manipulaciones semánticas por el estilo” .


Después, al referirse a la necesidad de una política familiar positiva para España, el propio GONZALO y GONZÁLEZ, dice:

“A la vista de la situación y de los pronósticos que facilitan las proyecciones estadísticas disponibles en cuanto al futuro de nuestra población, la «marea demográfica» no es, ciertamente, un peligro para España. Lejos de ello, ese futuro se perfila muy problemático,: envejecimiento y exceso de población dependiente; a largo plazo: déficit demográfico y necesidad de cubrirlo por vía de inmigraciones. Las consecuencias de ello no son sólo económicas, sino también culturales. Necesitamos una respuesta política adecuada y urgente. Obviamente, el objetivo central de esa política ha de consistir en el relanzamiento de la fecundidad perdida, en el logro de una regeneración poblacional armoniosa, que no descuide los aspectos cualitativos ni ignore los aspectos extraeconómicos influyentes. La instrumentación de esa política implica un cierto riego de arbitrismo, por lo que será necesaria la mayor dosis posible de realismo y el seguimiento asiduo de sus resultados .

A esa base realista imprescindible, afecta el tomar conciencia en efecto, de que los instrumentos convencionales de la política demográfica positiva, como son los de carácter fiscal o los de protección a la familia en un sentido puramente económico, son ciertamente necesarios, pero insuficientes si se quiere atacar el mal en su raiz. Es cierto que la eficacia de tales instrumentos, por si solos, resulta con frecuencia escasa, como lo demuestra la exoeriencia de los países que vienen aplicándolos desde hace tiempo como única respuesta a sus problemas demográficos” 
.   

Una vez más, la determinación de la “necesidad”  de fomentar o no la natalidad tendrá que ser fruto de la toma de decisiones políticas, en ejercicio de la potestad discrecional de los órganos constitucionalmente legitimados. Al fin y al cabo, es a ellos a quién corresponde –en palabras de la derogada LJCA de 27 de diciembre de 1956- apreciar, en un supuesto dado, lo que sea de interés público.

Nos encontramos ya, ante indicios que podrían dar respuesta a nuestra modesta búsqueda de una solución al problema menor que es objeto este trabajo ¿quién paga las medidas de fomento?.

II.3.3.
Las técnicas de fomento y su necesario reflejo presupuestario. El principio de legalidad presupuestaria

Sobre el principio de legalidad se han vertido ingentes cantidades de tinta y su aplicabilidad al total ámbito de actuación de los poderes públicos es un hecho indiscuble por cuanto el texto constitucional lo afirma y proclama en varios de sus preceptos. Baste retener que, en su formulación actual, el principio de legalidad no consiste sino en la necesidad de la existencia de una norma legal previa que habilite una determinada acción
. Este principio se hace especialmente visible en la actuación administrativa de fomento en la que se produce un plus de vinculación, pues a ella le afecta en un doble momento y por dos razones de peso: Primero, por ser una forma más de actuación administrativa que, como tal, no puede gozar de una derogación o una dispensa en cuanto a su obligado sometimiento a la Ley. En este sentido, las STC 83/1984, de 24 de julio y 20/1985, de 14 de febrero venían a señalar que las medidas de fomento de carácter económico no resultan válidas si no cuentan con el suficiente respaldo legal. Segundo, porque en todos aquellos supuestos en que la medida de fomento supone una carga económica, como resulta en el caso que nos ocupa, el principio de legalidad se aplica en la figura de una de sus manifestaciones como es el principio de legalidad presupuestaria. Si, como se ha dicho, las medidas de fomento de carácter económico suponen la utilización de fondos públicos y la correspondiente asunción de concretas obligaciones del Estado, han de operar necesariamente los muy singulares matices que el principio de legalidad ofrece en el ámbito financiero
. S. MARTIN-RETORTILLO lo afirma con rotundidad: todas las medidas de fomento de carácter económico, para ser efectivas, deben tener siempre el correspondiente reflejo presupuestario. No hay obligación dineraria exigible a la Hacienda pública que no sea la que resulte de la ejecución de los Presupuestos Generales del Estado. A ello hay que añadir dos consideraciones: En primer lugar, ha de tenerse en cuenta que son las previsiones presupuestarias las que necesariamente condicionan el alcance y eficacia de todas las medidas de fomento de contenido económico. “Su enunciado normativo, por muy generoso que pueda establecerse, no pasa de ser mera posibilidad; de nada sirve si no va acompañado de las correspondientes dotaciones presupuestarias. De ahí, que muchas medidas de fomento que los textos legales enuncian, frecuentemente con marcado énfasis, no pasan de ser expresión de buenos deseos si no van obligadamente acompañados de las adecuadas consignaciones presupuestarias. Planteamiento de carácter general que, además, cobra todo su sentido al proyectarse, con unos resultados contundentes por demás, en las relaciones jurídicas que en concreto hayan podido establecerse”. Resulta clarificadora en este sentido la STS de 30 de marzo de 1978 que negó el derecho a percibir ayudas previamente otorgadas por no existir en los Presupuestos Generales del Estado el crédito autorizado a tal fin. En la referida sentencia el TS llegó a considerar que el otorgamiento que se hubiera producido sería calificable de nulo de pleno Derecho, “nulidad que no necesitaba ser expresamente declarada, sin que tampoco cupiera esperar efecto jurídico alguno de la posible consolidación de tal situación”.


Llegados a este punto, se hace preciso afirmar algo obvio: los Presupuestos Generales del Estado deben consignar en su estado de gastos, los importes necesarios para compensar a las Universidades las bonificaciones de que se beneficien los estudiantes que sean sujetos de las medidas de fomento, como a continuación tratamos de demostrar. 

II.3.4. Las medidas de fomento y su imputación

La constancia presupuestaria de la medida de fomento ha de llevar aparejada la correcta imputación del gasto. Si bien, como es sabido, la personalidad jurídica de la Administración pública es única, existe una pluralidad de ellas, cada una con su correspondiente centro de ingresos y de gastos. No resulta legal, procedente ni oportuno hacer derivar a Administración distinta de la responsable de la medida el gasto a que ésta da lugar.


En clave jurídica: El establecimiento de una concreta medida de fomento supone la creación de una relación jurídica en la que están presentes de forma esencial dos sujetos: el otorgante y el beneficiario. En supuestos que bien pudieran reputarse excepcionales pero que son absolutamente corrientes y normales en el actuar cotidiano de nuestras Administraciones públicas, ya sea por actuar por delegación, o por ser otra la Administración encargada de ejecutar la medida, por mayor cercanía al ciudadano, por razones de eficacia o de operatividad técnica, lo cierto es que puede ocurrir que entre otorgante y beneficiario entre a colaborar otra Administración, actuando así como mediadora o ejecutora, pero de cuya posición jurídica no cabe colegir traspaso de funciones, mucho menos un cambio en la imputación del coste económico, ni, por supuesto, una alteración en la dual relación jurídica inicialmente originada.

Así viene siendo considerado de ordinario en el común actuar de las Administraciones públicas sin necesidad de mención expresa en su normativa de aplicación. Y allí donde existía algún resquicio de equivocidad ha sido objeto de conveniente corrección. Prueba de ello es lo preceptuado en el art. 71 del Texto Refundido de las Disposiciones vigentes en materia de régimen local, aprobado por R.D.Leg. 781/1986, de 18 de abril que establece: “Sin perjuicio de los supuestos de financiación concurrentes previstos por la Ley, las Corporaciones locales no costearán servicios del Estado o de las Comunidades Autónomas, salvo las fórmulas de colaboración voluntaria a la prestación de los mismos”
.

El texto muestra la tendencia que siguen otras Administraciones públicas con mayor tradición normativa, como es la Administración local, y responde a la lógica que venimos manteniendo; lógica que también estuvo presente cuando se dictó la LRU cuyo art. 54.3.b) la expresa sin ningún género de duda, al obligar a consignar en los Presupuestos “las compensaciones correspondientes a los importes de las exenciones y reducciones que legalmente se dispongan en materia de tasas y demás derechos”.

Secundaba esta misma consideración la D.A. vigésima tercera de la L. 12/1996, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1997 al establecer que “el Gobierno, durante el ejercicio 1997, estudiará las fórmulas para compensar a las Universidades la disminución de ingresos producidos por la aplicación de la Disposición Final cuarta de la Ley 42/1994”, paradoja donde las haya, pues no se le ha encomendado nunca al Gobierno, ni a nadie que se sepa, el estudio de la fórmula para compensar a las Universidades los derechos que dejaron de percibir de los miembros de familias numerosas con más de tres hijos, eso, ni en la situación previa ni en la coetánea o posterior a la ampliación de la categoría de familias numerosas a aquéllas con tres hijos,  o sea no se ha considerado nunca la disminución, en todo caso, de los ingresos derivados de la  aplicación de la Ley cuya ampliación si es objeto de previsión presupuestaria.

Recordemos que la referida disposición final cuarta de la Ley 42/1994, ampliando a tres hijos la categoría de familia numerosa, llevó al colectivo de rectores de las Universidades, en un justificado movimiento de resistencia, a reclamar la compensación de los beneficios legales que se otorgaban a favor de terceros, con pretensión de hacerlo a cargo de las Universidades, lo que les hizo ver como sus ya exiguas fuentes de ingresos mermarían notablemente por la ampliación del concepto .


Hechas ya las compensaciones correspondientes a la ampliación de la categoría primera de las tantas veces citadas familias de tres hijos, se ha llegado así a una situación curiosa y absurda, dado que hechos amparados por una misma norma (reconocimiento de un tipo de familia protegible: la llamada numerosa) producen para las arcas universitarias resultados tan dispares como cobrar o no el importe de un mismo servicio, en idénticas condiciones, según pertenezcan los usuarios a familias numerosas de tres o más hijos.


Con esta paradoja se produce una situación de injustificada exoneración a favor del Estado que es el que, aún siendo el promotor de la medida, se acaba ahorrando su coste económico al derivar la carga a las Universidades.

Y junto a ello, otra paradoja más: la cuantía de la financiación de las Universidades por vía de las matrículas queda absolutamente al albur de la respuesta social a esta concreta medida de fomento a la natalidad, de manera que se produce una relación proporcional inversa entre el nivel de ingresos y la respuesta social a la medida de fomento. Así, cuanto más favorable sea ésta, el nivel de ingresos será menor, lo que obligará a la Universidad a hacer un mayor esfuerzo para acomodar sus gastos a los ingresos obtenidos. Por otra parte, y dado que el Estado puede introducir una nueva variación legislativa en esta materia, en el hipotético caso en que siguiera incentivando la natalidad incrementando las bonificaciones académicas sin contemplar compensación alguna a favor de las Universidades, éstas acabarían sufriendo un notable y aún mayor empobrecimiento.


Así pues, y dado que nos encontramos ante un reconocimiento “ex lege” por el que el Estado ha decidido compensar a las Universidades por los ingresos que dejan de percibir por este concepto, aunque de efectos prácticos limitados, es preciso ampliar su ámbito de aplicación a todos los beneficiarios de la medida tanto para el futuro como para aquellos períodos en que concurrían los mismos presupuestos de hecho y que no hayan sido alcanzados por los efectos de la prescripción de deudas.

Las claves jurídicas se hallan en aplicar la necesaria retroactividad del reconocimiento que, como se ha dicho, no se deriva de una decisión política o administrativa, sino del amparo que a las Universidades otorga el ordenamiento jurídico vigente, y por lo tanto sólo queda pendiente la ejecución material de la medida, esto es: efectuar en los Presupuestos Generales del Estado, la consignación suficiente para que el propio Estado cumpla con esas obligaciones concretas que le incumben directamente.

II.4. Cada cosa en su sitio

El camino recorrido hasta ahora por la jungla normativa, nos permite recapitular y hacer las siguientes afirmaciones:

1.ª La Ley 25/1971, de 19 de junio, de Protección a las Familias Numerosas, al otorgar “exención” parcial de tasas en la matrícula universitaria a los miembros de familias numerosas de primera categoría y total para los de segunda categoría y honor, en el momento de su promulgación, era acorde con el sistema jurídico entonces aplicable, pues el carácter de Ley Orgánica del Fuero de los Españoles, en cuyo artículo 22 se declaraban objeto de protección las familias numerosas, le confería el mayor rango en la jerarquía normativa y por tanto era aplicable a las Universidades sin que fuera preciso adoptar medidas complementarias de compensación a las mismas, pues, además, el carácter centralizado del Estado y la falta de Autonomía Universitaria situaba a todos los Órganos del Estado dentro de un mismo Presupuesto que, llegado el caso, incluso podría permitir  el trasvase de fondos de unos Organismos a otros, en suma la Ley 25/1971, al ser promulgada, era coherente dentro de la obsesiva unidad política del Estado, hoy caducada pero vigente en aquellas fechas.

2.ª La Ley 25/1971, de protección a las Familias Numerosas, incluye entre sus fines fomentar el aumento de la natalidad: “estimular la deseable continuidad en el desarrollo de la población nacional”. Así, que no es tanto una ley de “protección” como una ley de “fomento”.

3.ª La Ley 25/1971, de protección a las Familias Numerosas, después de promulgarse la Constitución, en cuanto no se oponga a ella, se mantiene vigente con carácter de norma ordinaria y sigue contribuyendo a la consecución de los fines de fomento para los que fue promulgada: el incremento de la natalidad.

4.ª La Constitución Española de 1978:

a. En su artículo 27.10, con rango de derecho fundamental, reconoce la autonomía universitaria en los términos que establezcan las leyes.

b. En su artículo 39.1, declara a la familia sujeto de “protección social, económica y jurídica”, pero no establece diferencia alguna entre las familias por el número de hijos ni por ninguna otra circunstancia, es más ni siquiera define lo que es la familia.

c. En la Disposición Derogatoria, la propia CE, incluye expresamente el Fuero de los Españoles, cuyo artículo 22 se refería a las familias numerosas.

5.ª Con la Constitución Española de 1978, la Ley 25/1971 de protección de Familias Numerosas queda desposeída del carácter “orgánico” que le confería el Fuero de los Españoles, sin que la Constitución le otorgue cualificación alguna, al tiempo que somete a dicha L. 25/1971 a la subordinación jerárquica de las disposiciones legales que, como la Ley 11/1983 de Reforma Universitaria, desarrollan la autonomía universitaria por mandato del artículo 27.10 CE.

6.ª Las medidas de fomento deben financiarse por los poderes públicos que las promueven y, siendo el Estado el promotor del incremento de la natalidad, el coste de tales medidas debe consignarse en sus Presupuestos Generales, para compensar a las Universidades los ingresos que dejen de recibir por aplicación de las bonificaciones a los beneficiarios que el Estado designe, sin perjuicio de que aquéllas colaboren en su gestión.

 7.ª La Ley 11/1983 para la Reforma Universitaria, al regular la autonomía que reconoce a las Universidades el artículo 27.10 de la Constitución, en su dimensión de autonomía financiera, legitima a éstas para reclamar del Estado y de cualquier otra institución los importes de los derechos que dejen de recaudar como consecuencia de la aplicación a terceros de beneficios en el coste de la utilización de cualquier servicio que presten las Universidades, como medida necesaria para salvaguardar la integridad del derecho fundamental que es la autonomía universitaria.

8.ª  Como recapitulación, digamos que un ciudadano puede resultar exento del pago de tasas o precios públicos, por ser titular de algún derecho subjetivo otorgado por una ley ordinaria (25/1971), pero esa misma ley no puede impedir a la Universidad que recaude los derechos de matrícula que le obliga a obtener una ley orgánica (11/1983) promulgada para desarrollar un derecho fundamental (la autonomía universitaria: art. 27.10 CE), por lo que es obvio que la armonización de ambas normas implica que toda bonificación debe ser compensada por quien la otorgue.

III. Alcance económico de la armonización

III.1. Obligaciones vigentes

“Las obligaciones, nacen de la ley…”, según reza en el artículo 1089 del Código Civil, con carácter general, pero para que no quede lugar a dudas el art. 42 del Texto Refundido de la Ley  General Presupuestaria (LGP), aprobada por R. D. Leg. 1091/1988, de 23 de septiembre, dice: “las obligaciones económicas del Estado y de sus organismos autónomos nacen de la Ley, de los negocios jurídicos y de los actos o hechos que, según derecho, las generen”.


La relación trimembre, entre Administración General del Estado (a), los estudiantes que pertenezcan a familias numerosas y que por ello son beneficiarios de matrículas universitarias total o parcialmente gratuitas (b) y las Universidades donde se hacen efectivas (c), para un desarrollo ecuánime requiere que se precise que las Universidades ostentan, en la concreta relación jurídica generada, la posición de mediadoras o ejecutoras de la medida de fomento promovida por aquél a favor de dichos beneficiarios y que, como consecuencia de esa actividad colaboradora en la gestión, han dejado de percibir ciertos ingresos de los que no pueden ser privadas y a los que no deben renunciar. 


Por cuanto se ha expuesto hasta el momento no cabe sino concluir la existencia de una deuda contraída por el Estado, de la que son acreedoras las Universidades, en las cuantías que resulte de la justificación documental específica de cada una, después de acotar el alcance temporal de la aplicación de las normas legales.


Hemos tenido ocasión de apreciar cómo el legislador ordinario tiene capacidad para regular medidas de fomento y de ahí la admisión del hecho de que los beneficios de matrícula total o parcialmente gratuita a miembros de familias numerosas, derivados de la Ley 25/1971, no sea objetable ni requiriera en su momento desarrollo complementario alguno, ni hubiera necesidad de establecer compensaciones, pues la norma, al publicarse, estaba integrada  en un “sistema jurídico compacto”, estaba inspirada en una norma de carácter orgánico –sucedáneo de constitucionalidad- como el Fuero de los Españoles, y en la unidad política establecida no se conocía la autonomía de las Universidades.

La promulgación de la Constitución, en 1978, supuso la derogación de las leyes orgánicas que la precedecieron, con lo que la Ley 25/1971 quedaba despojada de la capa de seudo-constitucionalidad que hasta entonces la impregnaba, aunque todavía no podía deducirse con claridad la obligación del Estado a subvenir al coste de esas medidas, ya que las Universidades no tenían reconocido el derecho a reclamarlas.

La entrada en vigor de la Ley 11/1983, cierra el triángulo relacional, y desde ese justo momento en que nacen los derechos de recaudación a favor de las Universidades, por aplicación del art. 54.3.b): derecho a ser compensadas de los importes de las exenciones y reducciones que legalmente se dispusieran en materia de “tasas y demás derechos”, nace simultáneamente la obligación de asumir el coste por parte del Estado, como promotor de la medida de fomento que va implícita en la Ley 25/1971, quedando así establecida una relación que tácitamente se renueva anualmente, al comienzo de cada curso, cuando se realiza la matrícula universitaria.


Las obligaciones de las que nos ocupamos, como hemos visto, atañen al Estado “ex lege”, por lo que, para que en el futuro inmediato se llegue a la absoluta normalización jurídica sobre este asunto, sólo falta que se realice el acto material de ejecución, que no puede ser otro que hacer la consignación presupuestaria adecuada y suficiente para traspasar al mundo de los hechos la obligación contraída, pues el art. 43.1. del T.R. de la LGP, aprobada por R.D. Leg. 1091/1988, es claro al respecto: “Las obligaciones de pago sólo son exigibles de la Hacienda Pública cuando resulten de la ejecución de los Presupuestos Generales del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el art. 60 de esta Ley…”


Entendemos que la compensación de las bonificaciones que se practiquen a los alumnos matriculados en el curso 1999-2000, en ningún caso podrían hacerse efectivas antes del 31 de diciembre de 1999, fecha en que se cierra el ejercicio económico de 1999, que no contiene ninguna consignación presupuestaria a tal fin, por lo que, teniendo en cuenta la peculiaridad del curso académico, siempre a caballo entre dos ejercicios económicos, procede que el Ministerio de Educación y Cultura procure la incorporación de su coste en los Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio del año 2000, ya que los servicios que prestarán las Universidades a sus estudiantes, durante dicho curso, se desarrollarán durante ocho o nueve meses del citado año 2000.

El siguiente paso debe ser la consignación, en los mismos Presupuestos del año 2000, de la cantidad a aplicar por el referido concepto al curso académico 2000-2001, consignación que se haría en virtud y por aplicación del principio de devengo, vigente en la Contabilidad Pública de las Universidades, ya que tal principio es aplicable a los ingresos relacionados con alguna transacción y, en nuestro caso, hablamos de un tráfico jurídico de prestación de servicios, lo supondría para nosotros el reconocimiento del ingreso al momento en que se formalice dicha transacción, o sea cuando se produzca por parte de la Universidad la aceptación de la matrícula: año 2000, para el citado curso 2000-2001.

La normalización del problema se completaría con el pago del Estado a las Universidades y la consecuente cancelación de las deudas vigentes de cursos académicos anteriores, para lo cual habría que determinar a cuántos alcanza la exigibilidad económica de derechos reconocidos por la ley.

En su momento, para fijar la fecha exacta del nacimiento de la obligación, hubiera sido necesario aplicar el derecho transitorio, o sea aquel al que FERREIRO
 se refiere cuando decía: “… el derecho tributario y financiero en general, no presenta ninguna especialidad con relación a ellas [las normas], es conveniente referirse  … a las normas de derecho transitorio, es decir, a las normas que determinan las disposiciones que han de regir las relaciones jurídicas existentes al producirse un cambio normativo”; sin embargo, los años transcurridos desde que se promulgó la LRU quitan valor a la fecha de su nacimiento, que habría que situar, para cada Universidad concreta, en el momento en que asumiera plenamente la autonomía universitaria mediante la aprobación de sus Estatutos
, pero esto, hoy ha perdido interés, pues, a efectos prácticos, más que saber cuándo surgió la primera obligación interesa determinar cuáles subsisten.


La recuperación por parte de las Universidades de un derecho aletargado y la legítima pretensión de que se cumpla ahora, debe matizarse y tener en cuenta el largo silencio que ha mediado entre aquel reconocimiento expreso por la Ley y la fecha en que se solicita su cumplimiento de forma fehaciente.


Como afirma MARTÍN DE CÁCERES
, “la prescripción es el resultado de la conjunción de varios hechos jurídicos (o un hecho de naturaleza compleja): el transcurso del tiempo, la inercia del titular y la falta de reconocimiento del derecho por el deudor”.


Este transcurso del tiempo sin realizar la obligación contraída ni exigir su cumplimiento determina necesariamente la extinción del derecho a exigir el cobro de aquella parte de la deuda que aparece comprendida entre la fecha de su nacimiento “ex lege” y los cinco años anteriores a la formulación expresa de la pretensión compensatoria, como después veremos.


Una vez más es intrascendente que la deuda tenga carácter tributario o no, pues hay coincidencia en el tiempo de prescripción de unas deudas y otras; así, el art. 59 del Reglamento General de Recaudación (aprobado por R.D. 1684/1990, de 20 de diciembre) establece que “la acción para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas prescribe a los cinco años, contados desde la fecha en que finalice el plazo de pago voluntario”; plazo que se interrumpe, según el art. 61.b) “por cualquier acción administrativa realizada con conocimiento formal del obligado al pago, encaminada a la recaudación o aseguramiento de la deuda”, así como, según el apartado c) “por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase”.


Por su parte, el art. 46.1.a) del T.R. de la LGP, aprobada por R.D. Leg. 1091/1988, establece también, que prescribe a los cinco años “el derecho al reconocimiento o liquidación por la Hacienda pública de toda obligación que no se hubiese solicitado con la presentación de los documentos justificativos. El plazo se contará desde la fecha en que concluyó el servicio o la prestación determinante de la obligación”.


Al margen de la polémica sobre si la deuda es o no de naturaleza tributaria, como se ha visto, existe una unificación de criterio temporal para determinar la prescripción de la misma, en el plazo de cinco años, por lo tanto se puede afirmar que, hasta 31 de diciembre de 1999, sobre cursos anteriores, de acuerdo con el principio de devengo, está vigente la deuda por compensación de bonificaciones imputables al ejercicio de 1994, año en que se produjo la formalización de matrícula para el curso 1994-1995, por lo tanto afecta a las de ese curso, incrementada anualmente con las de los posteriores.

Así pues, sentada la existencia de la deuda, sólo queda por determinar su cuantificación que dependerá de la situación de cada Universidad y corresponde a cada una de ellas formular la reclamación expresa para que, por una parte, se pueda estimar la totalidad de la deuda a compensar y se consigne el importe correspondiente en los Presupuestos del año 2000 y por otra, no menos importante, para interrumpir la prescripción.

III.2. Estimación de los importes a compensar
A lo largo de todo el trabajo nos hemos venido refiriendo al Sistema Público de Universidades en su conjunto, por ser de aplicación común los planteamientos formulados hasta el momento, pero ni la cuantía de la matrícula es igual para todas las titulaciones ni siquiera la misma titulación cuesta lo mismo en todas las Universidades, tampoco los indicadores demográficos son homogéneos en las distintas Comunidades Autónomas, por lo que, para cuantificar el coste de la adecuación legal que se plantea, reduciremos el campo de trabajo al ámbito de la Universidad de Jaén (UJA).

El importe total de la matrícula de la Universidad de Jaén, durante el curso 1998-1999, incluyendo las cantidades recaudadas y las que no se llegaron a recaudar por algún motivo, ha sido de 1.403,6 millones de pesetas (100 %), correspondiente al conjunto de las 16.535 solicitudes de matrícula, formalizadas definitivamente y las anuladas que generaron derechos de recaudación a favor de la Universidad, por lo que el coste medio de matrícula por estudiante ha sido de 84.886 pesetas. 

Entre las cantidades de matrícula que la UJA no puede reclamar directamente a los usuarios del servicio, se encuentran los 209,83 millones de pesetas (14,95 % del importe total de matrícula) que supone la aplicación de la Ley 25/1971, de protección a las familias numerosas y disposiciones que la amplían o desarrollan, a los 4.333 (26,20 %) estudiantes que reúnen los requisitos establecidos en esas normas y que para los miembros de familias numerosas de primera categoría supone la bonificación del 50% de tasas y precios públicos y la del 100% para los que pertenecen a familias de segunda categoría y categoría de honor.

Ahora bien, 3.090 (18,68 %) estudiantes, miembros de familia numerosa, pertenecen a familias de primera categoría con tres hijos, o lo que es lo mismo a familias protegidas como consecuencia de la ampliación de dicha categoría mediante la disposición final cuarta de la Ley 42/1994; como se ha señalado antes, fue esta modificación la que dio lugar a la reclamación de las Universidades al Estado para que se les compensaran las cantidades que iban a dejar de percibir, compensaciones que ya están reconocidas y que para la UJA, en el curso 1998-1999, ha supuesto 147,49 millones (10,5 % del importe de la matrícula), correspondiente al 50 % de  los precios públicos y tasas no abonadas por dichos usuarios.

Debe señalarse que la UJA, en la práctica, por ese concepto concreto, recibirá un importe menor, dado que en 797 estudiantes, de los referidos 3.090, concurre la condición de ser miembros de familia numerosa de tres hijos y el disfrute de una beca de régimen general otorgada por el MEC, que  como es sabido lleva aparejada la gratuidad de precios públicos, compensados por otra parte por el propio MEC, lo que permite que, de un modo u otro, las compensaciones de los beneficios atribuidos al colectivo de miembros de familias numerosas de hasta tres hijos, se recuperen íntegramente por la UJA.

A continuación nos enfrentamos a las bonificaciones que la misma Ley 25/1971 otorga a los miembros de las demás familias numerosas, las tradicionales, las que paradójicamente nunca se han compensado a las Universidades: 1.187 alumnos (7,18%) pertenecen a familias numerosas de primera categoría con más de tres hijos, beneficiarios del 50% de bonificaciones de precios públicos, que importan 56,625 millones de pesetas (4,03% del importe total de matrícula) mientras que los 56 alumnos (0,34%) que tienen derecho a bonificaciones del 100% del importe de la matrícula, por ser miembros de familias numerosas de segunda categoría u honor, dejan de abonar 5,71 millones de pesetas (0,4% del importe total de la matrícula).

La UJA dejaría de percibir la cantidad de 62,335 millones de pesetas (4,44% del importe total de la matrícula) si no fuera porque en 270 de esos alumnos que pertenecen a familias numerosas de más de tres hijos y en otros 11 alumnos, miembros de familias de segunda categoría u honor, concurre la condición de becarios y eso permite a la UJA recuperar casi 14 millones de pesetas por tal concepto, con lo que la cantidad “irrecuperable” se queda reducida a  48,364 millones (3,44% del importe total de matrícula).

Ese importe será el que, en formalización, se contabilizará en el capítulo 4.º del estado de gastos, como transferencias corrientes “a familias e instituciones sin ánimo de lucro”, aunque nos encontramos ante una “transferencia forzada”, ya que no se efectúa por decisión de ningún órgano de gobierno de la Universidad, ni se deriva de ninguna obligación legal, sino que se hace como continuación de una rutina que procede de tiempos pretéritos y porque todavía no se han hecho las adaptaciones adecuadas para crear la necesaria concordancia legal de los derechos que la ley otorga a unos ciudadanos, con las obligaciones de pago subsidiario que corresponden al Estado, para que instituciones como las Universidades puedan a su vez cumplir las disposiciones que les obligan a recaudar esos fondos.

Se estima que, con motivo de las mal llamadas exenciones, bonificaciones de precios públicos aplicadas a los miembros de familias numerosas de más de tres hijos y no compensadas por el Estado, durante el curso 1998-1999, la UJA ha dejado de ingresar 2.925 pesetas por cada alumno que tuvo matriculado (2.925 x 16.535 = 48,364 millones).

Una vez hechos los cálculos, los resultados obtenidos, con las correspondientes cautelas, pueden aplicarse a las demás Universidades, aunque sea con carácter puramente orientativo y pueden servir de referencia a cada Universidad para obtener una estimación aproximada de lo que se le adeuda (2925 x número de alumnos), pues al fin y al cabo, llegado el momento, las compensaciones que haga el MEC se efectuarán en la cuantía exacta que resulte de la justificación detallada de las circunstancias que las generan.

El mismo cálculo aplicado al conjunto del Sistema Universitario, según datos provisionales del Consejo de Universidades para 1998-1999, con 1.567.000 alumnos (1.474.000 en Universidades Públicas), supone una cantidad de 4.311 millones de pesetas, para cuya compensación previamente se deberían haber consignado, en el Presupuesto General del Estado de 1999, las cantidades correspondientes.

Para el curso 1999-2000, se estima que las bonificaciones a aplicar en las Universidades Públicas a beneficiarios de familias numerosas con más de tres hijos, podrían alcanzar la cifra de 4.335 millones, mientras que para el curso 2000-2001, imputable al Presupuesto del año 2000, por el principio de devengo, sería preciso incorporar 4.390 millones.

Por otra parte, la deuda contraída por el Estado a favor de las Universidades y todavía vigente, al no haber sido alcanzada por la prescripción, correspondiente a los cursos 1994-1995 a 1998-1999, incluidas las cifras desglosadas más arriba para el curso 1998-1999, se estima que asciende a 19.965 millones de pesetas.

Así, para el supuesto de que todas las Universidades Públicas formalizaran su reclamación antes de 31 de diciembre de 1999, el importe total de las deudas de los últimos cinco cursos (1994-1995 a 1998-1999), más los derechos a aplicar en el curso vigente (1999-2000) y los del próximo (2000-2001), ascienden en conjunto a 28.690 millones.

Los datos referidos pueden verse al final del párrafo “IV. Balance y conclusiones” en el cuadro:

 “ESTIMACIÓN A CORTO PLAZO DE LAS PREVISIONES SOBRE LAS BONIFICACIONES A EFECTUAR EN LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS A LOS/LAS ESTUDIANTES MIEMBROS DE FAMILIAS NUMEROSAS CON MÁS DE TRES HIJOS, Y DE LAS EFECTUADAS EN LOS ÚLTIMOS CURSOS, PENDIENTES DE COMPENSACIÓN A LAS UNIVERSIDADES”.

IV. Balance y conclusiones

A modo de recapitulación, y dando un repaso al conjunto del trabajo desarrollado, conviene tener en cuenta:

1.
( Los estudiantes, para formalizar su matrícula, tienen que acreditar el pago ciertas cantidades de dinero, como contraprestación del servicio público que van a recibir de la Universidad, aunque también pueden optar por justificar los motivos legales por los que dejan de hacerlas efectivas (I.2.).

2.
( Las cantidades a pagar por los estudiantes son susceptibles de bonificación total o parcial en virtud de los derechos que tengan reconocidos en la aplicación de ciertas normas (I.2. y I.3.).

3.
( Las referencias básicas de la Constitución Española de 1978 (CE), que afectan a la cuestión que se plantea, son:

•
En el artículo 27.10, con rango de derecho fundamental, la CE reconoce la autonomía universitaria en los términos que establezcan las leyes (II.1.1. y II.4. -afirmación 4.ª a).

•
En el artículo 39.1, la CE declara a la familia sujeto de “protección social, económica y jurídica”, entendemos que cualquier forma de familia socialmente admitida, pues no establece diferencia alguna entre las familias por el número de hijos ni por ninguna otra circunstancia, es más ni siquiera define lo que es la familia (I.1.1.,  y II.4. –afirm. 4.ª b.)

•
En la Disposición Derogatoria, la propia CE, incluye expresamente el Fuero de los Españoles, cuyo artículo 22 se refería a las familias numerosas (II.2. y II.4. -afirmación 4.ª c).

4.
( La Ley 11/1983 para la Reforma Universitaria, al regular la autonomía que reconoce a las Universidades el artículo 27.10 de la Constitución, en su dimensión de autonomía financiera, legitima a éstas para reclamar del Estado y de cualquier otra institución los importes de los derechos que dejen de recaudar como consecuencia de la aplicación a terceros de beneficios en el coste de la utilización de cualquier servicio que presten las Universidades, como medida necesaria para salvaguardar la integridad del derecho fundamental que es la autonomía universitaria (II.1.1., y II.4. –afirmaciones 4.ª a) y 7.ª).

5.
( En el ámbito de la Universidad no caben las “exenciones”, en sentido estricto, pues cualquier bonificación, siempre derivada de un derecho, debe ser compensada por quien la promueva, para evitar que se menoscabe la autonomía financiera, integrada en el derecho fundamental que es la autonomía universitaria. Cualquier aminoración de ingresos tiene que ir acompañada de las previsiones presupuestarias adecuadas para recibir “las compensaciones correspondientes a los importes de las exenciones y reducciones que legalmente se dispongan en materia de tasas y demás derechos” (art. 54.3.b. de la LRU); incluso cuando sea la propia Universidad la que soporte algún coste de matrícula, pues en ese caso, además de la previsión de ingresos, debe incluir el gasto que se anotará con los apuntes contables de formalización en el capítulo que corresponda, dejando constancia del título legal del que se deriva la obligación (I.3. y II.1).

6.
( Aunque este trabajo se refiere sólo parcialmente al estudio de la actividad financiera de las Universidades, interesa destacar de ella y tener permanentemente en cuenta, la necesidad de que estén dotadas de los medios económicos suficientes (y como mínimo que no resulten privadas de aquellos medios que les corresponden por derecho propio), pues el nivel real de autonomía va a depender de su capacidad de decisión y de ejecución: algo que, sin lugar a dudas, guarda estrecha y directa relación con los recursos disponibles de la institución, con su capacidad financiera y con su poder de gasto (II.1.1).

7.
( Sobre la actividad financiera, cabe hacer, al menos, dos consideraciones que se revelan incontestables: de una parte, la calificación constitucional de la autonomía universitaria como derecho fundamental –con lo que ello implica de existencia de un contenido esencial infranqueable por el legislador (art. 53.1 CE)-, y de otra, la autosuficiencia financiera como uno de los mecanismos para hacerla real y efectiva (II.1.1.).

8.
( La inclusión de la familia en el lugar donde se halla en la Constitución Española, implica la exclusión de otros que son receptores de mayor protección. De ahí que el TC haya reiterado en abundante jurisprudencia (st. 23/1981, de 10 de julio, 219/1989, de 18 de diciembre y 29/1991, de 14 de febrero, entre otras) que este precepto no contiene derechos susceptibles de protección por la vía del amparo constitucional y ello, aunque el art. 39 ocupe un lugar preferente dentro del Capítulo III, lo que parece aludir a la decisión del constituyente de situar a la familia como “centro de la acción socioeconómica”, posiblemente por entenderla grupo intermedio entre el individuo y el Estado (II.1.2.).

9.
( Las bonificaciones que se practiquen a los estudiantes deben ser compensadas por los organismos que otorgan el beneficio en la cuantía no satisfecha por los beneficiarios, sin embargo, de todos los beneficiarios que son miembros de familias numerosas, la Universidad sólo viene recuperando los importes que compensa el Ministerio de Educación por los correspondientes a aquellos miembros que disfrutan de una beca del propio MEC y los de aquellas otras familias de primera categoría que tienen tres hijos, quedando sin compensar por nadie las correspondientes a familias con más de tres hijos que no sean becarios, por lo que la disminución presupuestaria que se genera, la soporta directa e injustificadamente la Universidad (I.3).

10.
( Una paradoja: la D.A. vigésima tercera de la L. 12/1996, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1997, dispuso que “el Gobierno, durante el ejercicio 1997, estudiará [estudiaría] las fórmulas para compensar a las Universidades la disminución de ingresos producidos por la aplicación de la Disposición Final cuarta de la Ley 42/1994”, paradoja donde las haya, pues no se le ha encomendado nunca al Gobierno, ni a nadie que se sepa, el estudio de la fórmula para compensar a las Universidades los derechos que dejaron de percibir de los miembros de familias numerosas con más de tres hijos, eso, ni en la situación previa ni en la coetánea o posterior a la ampliación de la categoría de familias numerosas a aquéllas con tres hijos,  o sea no se ha considerado nunca la disminución, en todo caso, de los ingresos derivados de la  aplicación de la Ley cuya ampliación si es objeto de previsión presupuestaria (II.3.4.).  

11.
( La naturalidad con que las Universidades han asumido hasta ahora la merma de sus ingresos, por bonificaciones a familias numerosas, supone cerrar el problema con un simple apunte por formalización, cuando se llega a hacer, por el que se deja constancia contable de una transferencia, sin título que lo justifique, forzada y ajena a los Órganos de decisión de la Universidad, cuyos destinatarios son las “familias e instituciones sin fines de lucro” (I.3.).

12.
( La familia es “un concepto, un producto de la mente del hombre y de su cultura, antes que algo material” (I.4. y nota número 11 a pie de página en ese párrafo).

13.
( La “familia nuclear básica”, compuesta por matrimonio e hijos es el modelo predominante en occidente, aunque además hay un gran abanico de situaciones familiares diversas (I.4. y nota número 13 a pie de página).

14.
( La “familia nuclear básica” con un solo hijo o con dos, por ejemplo, goza del mismo grado de protección constitucional que cualquier otra familia, tanto como una familia numerosa (I.4. y II.2.).

15.
( Las referencias legales a la Familia Numerosa, actualmente vigentes,  las encontramos en la Ley 25/1971 (ordinaria y preconstitucional) y en las disposiciones complementarias a ésta (I.5. y II.2.).

16.
( La Ley 25/1971, de protección a las Familias Numerosas, incluye entre sus fines fomentar el aumento de la natalidad: “estimular la deseable continuidad en el desarrollo de la población nacional”. Así, que no es tanto una ley de “protección” como una ley de “fomento” (I.5. y II.4., afirmación 2.ª).

17.
( La Ley 25/1971, de protección a las Familias Numerosas, después de promulgarse la Constitución, en cuanto no se oponga a ella, se mantiene vigente con carácter de norma ordinaria y sigue contribuyendo a la --consecución de los fines de fomento para los que fue promulgada: el incremento de la natalidad (I.5. y II.4., afirmación 3.ª).

18.
( La Ley 25/1971, de 19 de junio, de Protección a las Familias Numerosas, al otorgar “exención” parcial de tasas en la matrícula universitaria a los miembros de familias numerosas de primera categoría y total para los de segunda categoría y honor, en el momento de su promulgación, era acorde con el sistema jurídico entonces aplicable, pues el carácter de Ley Orgánica del Fuero de los Españoles, en cuyo artículo 22 se declaraban objeto de protección las familias numerosas, le confería el mayor rango en la jerarquía normativa y por tanto era aplicable a las Universidades sin que fuera preciso adoptar medidas complementarias de compensación a las mismas, pues, además, el carácter centralizado del Estado y la falta de Autonomía Universitaria situaba a todos los Órganos del Estado dentro de un mismo Presupuesto que, llegado el caso, incluso podría permitir  el trasvase de fondos de unos Organismos a otros, en suma la Ley 25/1971, al ser promulgada, era coherente dentro de la obsesiva unidad política del Estado, hoy caducada, pero vigente en aquellas fechas (I.5., y II.4. afirmación 1.ª  y III.1.)

19.
( La Ley 25/1971 y, precisamente, la fecha de su publicación nos revela la clave del pertinaz ocultamiento de este tema al análisis científico, pues el concepto legal de familia numerosa, asimilado por el subconsciente colectivo, único lugar donde permanece, tiene su origen, ni más ni menos que en el artículo 22 del Fuero de los Españoles, donde, durante más de treinta años, residieron las más altas referencias legales para toda regulación de relaciones entre el Estado y la familia (II.2., II.4. afirmaciones 1.ª, 4.ª c. y 5.ª, III.1)

20.
( Con la Constitución Española de 1978, la Ley 25/1971 de protección de Familias Numerosas queda desposeída del carácter “orgánico” que le confería el Fuero de los Españoles, sin que la Constitución le otorgue cualificación alguna, al tiempo que somete a dicha L. 25/1971 a la subordinación jerárquica de las disposiciones legales que, como la Ley 11/1983 de Reforma Universitaria, desarrollan la autonomía universitaria por mandato del artículo 27.10 CE. (II.4. –afirmación 5.ª y III.1)

21.
( Un ciudadano puede resultar exento del pago de tasas o precios públicos, por ser titular de algún derecho subjetivo otorgado por una ley ordinaria (25/1971), pero esa misma ley no puede impedir a la Universidad que recaude los derechos de matrícula que le obliga a obtener una ley orgánica (11/1983) promulgada para desarrollar un derecho fundamental (la autonomía universitaria), por lo que es obvio que la armonización de ambas normas implica que toda bonificación debe ser compensada por quien otorgue el beneficio (II.1., II.2. y II.4. –afirmación 8.ª).

22.
( Las medidas de fomento deben financiarse por los poderes públicos que las promueven y, siendo el Estado el promotor del incremento de la natalidad, el coste de tales medidas debe consignarse en sus Presupuestos Generales, para compensar a las Universidades los ingresos que dejen de recibir por aplicación de las bonificaciones a los beneficiarios que el Estado designe, sin perjuicio de que aquéllas colaboren en su gestión (II.3.2., II.3.3. y II.4. –afirmación 6.ª).
23.
( Los motivos para desear y promover “el desarrollo de la población nacional”, a que se refería la Ley 25/1971 cuando fue publicada, hoy tal vez sean otros, como otros o los mismos pero más agravados podrían ser los que indujeron al legislador a ampliar el concepto de familia numerosa en 1994, pues, en España, sólo entre 1975 y 1988, el índice sintético de fecundidad se redujo a la mitad, pasando de un promedio de 2,78 hijos por mujer a 1,44, lo que representa un descenso del 48 por ciento y ocho años después, la tasa de fecundidad en España era de 1,23, según datos sobre “El Estado de la Población Mundial 1996 (II.3.1).
24.
( El fenómeno de la procreación humana no responde a patrones culturales uniformes, ni se rige por principios cualitativos o cuantitativos universalmente aceptados y homologados en el tiempo ni en el espacio, pues mientras que, en estos momentos, en algunos países, como la República Popular China, se sanciona el crecimiento demográfico y por ende a las familias con numerosa prole, en otros países, como el nuestro, en los últimos sesenta años, por motivos diferentes, se ha estimulado el crecimiento de la población, concediendo ventajas a las familias numerosas frente a las que no lo son (II.3.1).

25.
( FRIEDMAN dijo que una de las ventajas comparativas de las zonas rurales de los países desarrollados, frente a las urbanas, está en la producción de hijos”[sic], pero a los efectos que a nosotros nos interesan, señalemos que el autor encuentra sus soluciones, que podrían ser las del legislador, en “la clara definición [de] los hijos como un bien público. Su producción sólo puede aumentar traspasando parte de los costes al Estado” (II.3.2.).

26.
( Los beneficios de bonificación parcial o total de tasas, de que pudiera gozar un alumno, no se derivan de la simple pertenencia a la institución familiar, constitucionalmente protegida, pues todas las familias lo están, sino del comportamiento que tal institución haya manifestado frente a una actividad fomentada por el Estado mediante leyes ordinarias (II.3.1).

27.
( El principio de legalidad, entre sus múltiples manifestaciones, se hace especialmente visible en la actuación administrativa de fomento en la que se produce un plus de vinculación, pues a ella le afecta en un doble momento y por dos razones de peso: Primero, por ser una forma más de actuación administrativa que, como tal, no puede gozar de una derogación o una dispensa en cuanto a su obligado sometimiento a la Ley. En este sentido, las STC 83/1984, de 24 de julio y 20/1985, de 14 de febrero venían a señalar que las medidas de fomento de carácter económico no resultan válidas si no cuentan con el suficiente respaldo legal. Segundo, porque en todos aquellos supuestos en que la medida de fomento supone una carga económica, como resulta en el caso que nos ocupa, el principio de legalidad se aplica en la figura de una de sus manifestaciones como es el principio de legalidad presupuestaria.(II.3.3.)

28.
( Una afirmación obvia: los Presupuestos Generales del Estado deben consignar en su estado de gastos, los importes necesarios para compensar a las Universidades las bonificaciones de que se beneficien los estudiantes que sean sujetos de las medidas de fomento; pues las medidas de fomento de carácter económico, para ser efectivas, deben tener siempre el correspondiente reflejo presupuestario. No hay obligación dineraria exigible a la Hacienda pública que no sea la que resulte de la ejecución de los Presupuestos Generales del Estado (II.3.3.).

29.
( El R. D. Leg. 781/1986, de 18 de abril, establece: “Sin perjuicio de los supuestos de financiación concurrentes previstos por la Ley, las Corporaciones locales no costearán servicios del Estado o de las Comunidades Autónomas, salvo las fórmulas de colaboración voluntaria a la prestación de los mismos; para las Universidades encontramos su equivalente en el  art. 54.3.b) de la LRU que expresa, sin ningún género de duda, el mismo principio (I.3., II.3.4. y III.1.).

30.
( Las claves jurídicas del reconocimiento de la deuda, del Estado a favor de las Universidades, se hallan en aplicar la necesaria retroactividad del reconocimiento “ex lege” del que, al no derivarse de una decisión política o administrativa sino del amparo que a las Universidades otorga el ordenamiento jurídico vigente, sólo queda pendiente su ejecución material, esto es: efectuar en los Presupuestos Generales del Estado, la consignación suficiente para que el propio Estado cumpla con esas obligaciones concretas que le incumben directamente (II.3.4.). 

31.
( La relación trimembre, entre Administración General del Estado (a), los estudiantes que pertenezcan a familias numerosas y por ello beneficiarios de matrículas universitarias total o parcialmente gratuitas (b) y las Universidades donde se hacen efectivas (c), para un desarrollo ecuánime requiere que se precise que las Universidades ostentan, en la concreta relación jurídica generada, la posición de mediadoras o ejecutoras de la medida de fomento promovida por aquél a favor de dichos beneficiarios y como consecuencia de esa actividad colaboradora en la gestión han dejado de percibir ingresos (II.3.4. y III.1.) 

32.
( Existe una deuda contraída por el Estado, de la que son acreedoras las Universidades, en las cuantías que resulte de la justificación documental específica de cada una, después de acotar el alcance temporal de la aplicación de las normas legales (III.1).

33.
( La recuperación por parte de las Universidades de un derecho aletargado y la legítima pretensión de que se cumpla ahora, debe matizarse y tener en cuenta el largo silencio que ha mediado entre aquel reconocimiento expreso por la Ley y la fecha en que se solicita su cumplimiento de forma fehaciente o sea, determinar qué deudas no han prescrito (III.1).

34.
( La focalización del debate entre tasas y precios públicos ha dejado en la sombra las especificaciones que afectan a los universitarios pertenecientes a familias numerosas y, al efecto que nos ocupa, el que sean “galgos o podencos” hacen el debate tan estéril como innecesario, esto es, lo mismo da que los miembros de las familias numerosas dejen de pagar tasas que no paguen precios públicos, pues, en cualquier caso, no corresponde a las Universidades cuestionar la oportunidad ni el contenido de la ley ordinaria que otorga los beneficios, y el efecto es el mismo: no pagan; ahora bien, es del todo necesario y urgente que se determine quien es el pagador subsidiario y que se adopten las medidas precisas para hacer efectiva la compensación a las Universidades (II.1.2.).

35.
( Al estar la protección de familias numerosas regulada por una ley ordinaria, son las Cortes Generales las que deben procurar que en los Presupuestos del Estado se consignen las partidas suficientes para transferir a las Universidades las cantidades que éstas dejen de percibir, en concepto de tasas y precios públicos, cumpliendo así lo previsto en el inciso final del párrafo b) del art.º 54.3 de la LRU, ya citado (I.3., II.3.3., II.4. –afirmaciones 1.ª y 6.ª, III.1 y III.2.).

36.
( Con independencia de que a la deuda se le atribuya carácter tributario o no, hay coincidencia en el tiempo sobre la prescripción:

• El art. 59 del Reglamento General de Recaudación (aprobado por R.D. 1684/1990, de 20 de diciembre) establece que “la acción para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas prescribe a los cinco años, contados desde la fecha en que finalice el plazo de pago voluntario”; plazo que se interrumpe, según el art. 61.b) “por cualquier acción administrativa realizada con conocimiento formal del obligado al pago, encaminada a la recaudación o aseguramiento de la deuda”, así como, según el apartado c) “por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase”.

• El art. 46.1.a) del T.R. de la LGP, aprobada por R.D. Leg. 1091/1988, establece también, que prescribe a los cinco años “el derecho al reconocimiento o liquidación por la Hacienda pública de toda obligación que no se hubiese solicitado con la presentación de los documentos justificativos. El plazo se contará desde la fecha en que concluyó el servicio o la prestación determinante de la obligación” (III.1).

37.
(La unificación de criterio temporal para determinar la prescripción de la deuda, en el plazo de cinco años, nos permite afirmar que, hasta 31 de diciembre de 1999, sobre cursos anteriores, de acuerdo con el principio de devengo, está vigente la deuda por compensación de bonificaciones imputables al ejercicio de 1994, año en que se produjo la formalización de matrícula para el curso 1994-1995, por lo tanto afecta a las de ese curso, incrementada anualmente con las de los posteriores (III.1).

38.
( La cuantificación de la deuda dependerá de la situación específica de cada Universidad y corresponde a cada una de ellas formular la reclamación expresa para que, por una parte, el Estado pueda estimar la totalidad de la deuda a compensar, consigne el importe correspondiente en los Presupuestos Generales del Estado y por otra, no menos importante, para interrumpir la prescripción (III.1.).

39.
( La compensación de las bonificaciones que se practiquen a los alumnos matriculados en el curso 1999-2000, en ningún caso podrían hacerse efectivas antes del 31 de diciembre de 1999, fecha en que se cierra el ejercicio económico de 1999, que no contiene ninguna consignación presupuestaria a tal fin, por lo que, teniendo en cuenta la peculiaridad del curso académico, siempre a caballo entre dos ejercicios económicos, procede que el Ministerio de Educación y Cultura procure la incorporación de su coste en los Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio del año 2000, ya que los servicios que prestarán las Universidades a sus estudiantes, durante dicho curso, se desarrollarán durante ocho o nueve meses del citado año 2000 (III.1.).

40.
( El importe total de la matrícula de la Universidad de Jaén (UJA), durante el curso 1998-1999, incluyendo las cantidades recaudadas y las que no se llegaron a recaudar por algún motivo, ha sido de 1.403,6 millones de pesetas (100 %), correspondiente al conjunto de las 16.535 solicitudes de matrícula, formalizadas definitivamente y las anuladas que generaron derechos de recaudación a favor de la Universidad, por lo que el coste medio de matrícula por estudiante ha sido de 84.886 pesetas (III.2.).

41.
( Se estima que, con motivo de las mal llamadas exenciones, bonificaciones de precios públicos aplicadas a los miembros de familias numerosas de más de tres hijos y no compensadas por el Estado, durante el curso 1998-1999, la UJA ha dejado de ingresar 2.925 pesetas por cada alumno que tuvo matriculado (2.925 x 16.535 = 48,364 millones) (III.2).

42.
( El anterior cálculo aplicado al conjunto del Sistema Universitario, según datos provisionales del Consejo de Universidades para 1998-1999, con 1.567.000 alumnos (1.474.000 en Universidades Públicas), supone una cantidad de 4.311 millones de pesetas, para cuya compensación previamente se deberían haber consignado las cantidades correspondientes en el Presupuesto General del Estado para 1999 (III.2.)

43.
( Una vez hechos los cálculos, los resultados obtenidos, con las correspondientes cautelas, pueden aplicarse a las demás Universidades, aunque sea con carácter puramente orientativo y pueden servir de referencia a cada Universidad para obtener una estimación aproximada de lo que se le adeuda (2925 x número de alumnos), pues al fin y al cabo, llegado el momento, las compensaciones que haga el MEC se efectuarán en la cuantía exacta que resulte de la justificación detallada de las circunstancias que las generan (III.2.)

44.
( En el supuesto de que todas las Universidades Públicas formalizaran su reclamación antes de 31 de diciembre de 1999, el importe total de las deudas de los últimos cinco cursos (1994-1995 a 1998-1999), más los derechos a aplicar en el curso vigente (1999-2000) y los del próximo (2000-2001), ascienden en conjunto a 28.690 millones (III.2. y cuadro al final de este párrafo).

45.
( Conclusión final: Los importes anuales de las bonificaciones correspondientes a los estudiantes que son miembros de familias numerosas con más de tres hijos, son a todas luces asumibles por el presupuesto anual del Estado, tanto por la naturaleza y origen de la obligación, como por la cuantía, e igualmente debe serlo, por una sola vez, la cantidad más significativa que resulta de la acumulación de deudas no prescritas, porque es del todo necesario que se incorporen a los Presupuestos Generales del Estado del año 2000, para así poner punto final a un capítulo de confusiones legales que debe cerrarse con la liquidación de las obligaciones contraídas, mediante la aplicación armónica del ordenamiento jurídico.

Este es nuestro Informe Técnico Jurídico, elaborado conforme a nuestro leal saber y entender, que sometemos al análisis crítico de técnicos, juristas y expertos de otras ramas de la ciencia, así como a la consideración de las autoridades y de cuantas personas pudieran estar interesadas en lo aquí tratado.

Jaén, 21 de octubre de 1999

© María Jesús Gallardo Castillo      y      Antonio Blánquez Corral, 1999.

A11-Texto ITJ-01

 ESTIMACIÓN A CORTO PLAZO DE LAS PREVISIONES SOBRE LAS BONIFICACIONES A EFECTUAR EN LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS A LOS/LAS ESTUDIANTES MIEMBROS DE FAMILIA NUMEROSA CON MÁS DE 3 HIJOS, Y DE LAS EFECTUADAS EN LOS ÚLTIMOS CURSOS, PENDIENTES DE COMPENSACIÓN A LAS UNIVERSIDADES.
	Curso

(1)
	Ejercicio

Económico

Afectado

(2)
	Precio

del crédito de

referencia

en pts.

(3)
	N.° de

Alumnos

(4)
	Repercusión de las

Bonificaciones por

Familia Numerosa sobre cada

alumno matriculado

(5)
	Importe

de las Bonificaciones

a realizar y de las

practicadas y no prescritas

(6)= (4)x(5)

	2000/2001
	2000
	1.400
	1.425.000
	3.080
	4.390.000.000

	1999/2000
	1999
	1.362
	1.445.000
	3.000
	4.335.000.000

	PREVISIONES PARA EL EJERCICIO 2000
	8.725.000.000

	1998/1999
	1998
	1.330
	1.474.000
	2.925
	4.311.000.000

	1997/1998
	1997
	1.300
	1.476.000
	2.860
	4.220.000.000

	1996/1997
	1996
	1.260
	1.478.000
	2.770
	4.094.000.000

	1995/1996
	1995
	1.213
	1.442.000
	2.670
	3.850.000.000

	1994/1995
	1994
	1.154
	1.375.000
	2.540
	3.490.000.000

	PENDIENTE DE COMPENSACIÓN
(A IMPUTAR AL EJERCICIO DEL AÑO 2000)
	19.965.000.000

	TOTAL
	28.690.000.000


(1) y (2)
Se incluyen las previsiones para los cursos 1999/2000 y 2000/2001, con incidencia en el ejercicio económico del año 2000, así como los cursos académicos con incidencia en los ejercicios económicos cuyas deudas no han prescrito.

(3)
El precio por crédito que se recoge en esta columna es el aplicado en la Comunidad Autónoma de Andalucla, con carácter único para todas las titulaciones homologadas conforme a directrices propias, siendo estimativo el calculado para el curso 2000/2001.

(4)
Los datos proceden del resumen de la estadística universitaria que elabora el Consejode Universidades y los del curso 1999-2000 son estimativos al no estar aún disponibles, así como los del curso 2000/2001. En todos se han redondeado las centenas a la unidad de millar más próxima.

(5)
La repercusión de las bonificaciones que aquí se consigna es la que, de modo muy aproximado, correspondería a la Universidad de Jaén, donde, en el 1998-1999, el porcentaje de alumnos pertenecientes a Familias Numerosas de más de tres hijos es del 7,52%. Se ha considerado que para los alumnos que son miembros de Familias Numerosas y simultáneamente disfrutan de una Ayuda al Estudio del Régimen General, ya se compensan a las Universidades los importes de los precios públicos por matrícula, con cargo a los fondos para becas.

NOTA FINAL: A efectos de extrapolación de los datos a otras universidades debe tenerse en cuenta que los precios aplicados por matrícula fuera de Andalucía son mayores, si bien el número medio de hijos por familia en Andalucía es ligeramente superior al de otras comunidades, con lo que las estimaciones (compensación por alumno matriculado) pueden aplicarse al conjunto del sistema universitario sin que se produzcan desviaciones notables.                                        

Jaén, octubre de 1999

GA-GE-FN.04

Esta página estaba reservada para insertar dos cuadros:
ESTIMACIÓN DE LA DEUDA [no prescrita] DEL ESTADO CON LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS POR LAS COMPENSACIONES NO EFECTUADAS, DE BONIFICACIONES EN MATRÍCULA A ALUMNOS/AS DE FAMILIAS NUMEROSAS CON MÁS DE TRES HIJOS [en los cursos 1994-95, 1995-96, 1996-97, 1997-98 y 1998-99].


Cuyo total asciende a 20.010.809.295 pesetas.
ESTIMACIÓN DE LAS OBLIGACIONES DE PAGO DEL ESTADO A LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS POR LAS COMPENSACIONES A REALIZAR POR BONIFICACIONES DE MATRÍCULA A ALUMNOS/AS DE FAMILIAS NUMEROSAS CON MÁS DE TRES HIJOS, EN LOS CURSOS 1999-2000 2000-2001 Y SU ACUMULACIÓN A LA DEUDA NO PRESCRITA. 

Cuyo total, asciende a más 28.000.000.000 pesetas; de las que más de  8.000.000.000 de pesetas corresponderían a los cursos 1999-2000 y 2000-2001, siendo el resto de unos 20.000.000.000 pesetas el importe de la deuda acumulada y no prescrita a la fecha de realización del trabajo [octubre de 1999].
Los mencionados cuadros, se sitúan como “Tablas anexas” en la Web http://retirodesisifo.tk/ , fuera del documento.
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